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 La regulación de los diferentes sectores de actividad económica ha experimentado cambios muy notables en los últimos tiempos.

Las realidades conocidas y las teorías usualmente empleadas han experimentado cambios en algunas ocasiones de profundo calado, que han motivado, como indicara Cano Campos (1) , que «la intervención pública en la economía a través del instrumento que es el Derecho ha sufrido un cambio radical en las últimas décadas, hasta el punto de que se ha acuñado un nuevo concepto para referirse a dicho fenómeno y a las diversas técnicas de intervención con que se manifiesta, el denominado Derecho de la regulación económica».

Ese cambio, como es evidente, no es un mero nominalismo, pues al cambio conceptual ha acompañado una modificación de la propia posición ocupada por el Estado en relación con las actividades económicas.

El Estado intervencionista ha dado paso a un Estado que tras la aprobación de la norma aplicable, se ha retirado de la comprobación ex ante, de control de acceso a las actividades económicas, para desplegar una labor de inspección y examen ex post. En ocasiones, incluso, el Estado modifica su estrategia reguladora, como cuando emplea de forma instrumental la autorregulación de sectores concretos para el cumplimiento de sus propios fines. En palabras de Darnaculleta i Gardella (2) , «la autorregulación regulada se erige así como una estrategia de regulación que se basa en una particular articulación entre, por un lado, la racionalidad privada y sus fórmulas características de autorregulación y autocontrol y, por otro lado, la racionalidad pública y la persecución de los fines de interés general» (3) .

Hoy en día, la actividad administrativa, en un gran número de sectores económicos, no condiciona el acceso, sino que ha modificado su momento de actuación hacia la constatación a posteriori de la concurrencia de los requisitos normativamente fijados.

Esta evolución quizá tenga su constatación más evidente en un conjunto de normas que se aprobó en España tras la aprobación por la Unión Europea de la Directiva de servicios (o Directiva Bolkenstein), Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior.

En concreto, las normas por las que se procedió a la transposición a nuestro Derecho interno de la referida norma de Derecho europeo fueron, en esencia, la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, y la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, a las que hay que añadir la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado.

Esta tríada de leyes, como ya se ha indicado, supuso un vuelco en la concepción tradicional de la Administración «interventora» o «autorizante», en la medida en que esa clásica técnica de intervención o policía pasó a sustituirse por los mecanismos de las declaraciones responsables o comunicaciones, que desplazan la actividad de la Administración a un momento ulterior, en el que el ejercicio de la actividad económica o de servicio de que se trate habrá comenzado a desarrollarse con carácter general. Dichas técnicas siguen siendo, por emplear la terminología tradicional en nuestra doctrina, de «policía administrativa», pero su momento de articulación ha cambiado y con ello el impacto usual en el acceso a las actividades económicas.

En cualquier caso, ha de indicarse que el influjo de las referidas normas, y sobre todo de las Leyes 17 y 25/2009, no concluyó en sí mismas, por referencia a sus ámbitos, al no ser normas que regulaban un concreto ámbito de actividad económica –como el sector eléctrico, el del transporte o el de las telecomunicaciones–, sino que proyectaron una serie de técnicas de regulación y de ordenación sobre «las actividades de servicios» o «las actividades económicas», por lo que las reglas que contienen se han expandido por todas aquellas otras normas que han disciplinado tras su aprobación los sectores de actividad económica que podían insertarse en los ámbitos por aquellas definidos.

El influjo, de hecho, ha alcanzado a las normas principales de regulación de la actividad administrativa, esto es, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo común, primero (4) , y a la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas, en la actualidad, que regula la declaración responsable y la comunicación, quedando la existencia de los regímenes de autorización para aquellos supuestos en los que, con la debida justificación en la norma reguladora de la actividad económica de que se trate, se impone con respecto a las condiciones de no discriminación, necesidad y proporcionalidad y por concurrir una razón imperiosa de interés general (5) .

Ahora bien, como es sabido, uno de los problemas fundamentales a los que se enfrenta toda legislación, como ya advirtieran autores como García de Enterría, es el de su carácter frenético, el de su carácter motorizado. Ese problema es, en la actualidad sistémico y aparece motivado en gran medida por la proliferación de centros de producción jurídica que poseen competencias normativas no siempre deslindadas con la suficiente claridad.

Y, cabe añadir, que si ese problema se debe a razones como la expresada y sirve para tomar con la lógica reserva toda novedad normativa –¿quién no siente desazón ante la enésima reforma de las leyes procesales o de la legislación de contratos del sector público?–, nuestra actitud como juristas habrá de ser aún de mayor cautela ante normas por medio de las que el legislador trata, no ya de regular un campo o sector de actividad conocido pero en constante evolución, sino de responder a formas novedosas de actividad en las que su intervención llega siempre tarde.

La proliferación de nuevas formas de relación social y económica desbordan la capacidad normativa de los poderes públicos y, en ocasiones, generan normas de dudosa validez, por su concepción –limitativa de mercados para los nuevos operadores– y por su alcance –normas municipales que regulan actividades económicas usando potestades cuando menos de exótica imaginación expansiva–.

Esa sensación se multiplica cuando las aludidas formas de relación social y económica se sustentan en las tecnologías de la comunicación y la información, pues se incrementan de manera exponencial las posibilidades de intercambio entre las personas, en muchas ocasiones sin conocimiento de las Administraciones competentes y, en otras, a espaldas de sus poderes de intervención.

Las viviendas de uso turístico son uno de los claros ejemplos en los que se aprecia esta tensión entre la evolución acelerada de la sociedad y la demorada actuación administrativa y normativa.

Las plataformas surgen y se desenvuelven con notable celeridad, sin que la regulación logre ser anterior.

Pero en este caso puede considerarse que se produce un fenómeno de distorsión en la percepción de la realidad normativa. Es hasta cierto punto obvio que no puede existir una norma que regule una parcela de la vida social inexistente, en el bien entendido de que las leyes se proyectan sobre las relaciones humanas, en sus diversas manifestaciones. No puede por ello esperarse que exista una ley que se titule como cada novedad empresarial o social, por mucho éxito que tenga.

Lo que existen son normas, principios y resoluciones judiciales que, en la inmensa mayoría de los casos, son aplicables a esas nuevas realidades, aunque carezcan de carácter sistemático –e incluso de un mismo principio rector en su origen–. Y la dificultad radica entonces en armonizar lo que no ha sido creado con carácter de unidad, para tratar de dar respuestas acomodadas a esas nuevas realidades para las que no existe una regulación ad hoc.

Tal ha sido el caso de las viviendas de uso turístico que, como bien relata esta obra, han sido objeto de atención desde diversos sectores del ordenamiento y por diferentes administraciones, generando un marasmo de soluciones no siempre coincidentes.

Pero dichas viviendas, como bienes propiedad de personas físicas, son susceptibles de ser objeto de negocios jurídicos diversos desde hace siglos, si bien por mor de la creciente importancia de la función social de la propiedad y de las disposiciones de derecho urbanístico y fiscal, se han introducido limitaciones a la autonomía históricamente existente para llevar a cabo algunas de dichas operaciones de disposición.

Sería deseable, como en tantas otras ocasiones, que la acción normativa no cercenara las posibilidades de desarrollo de sectores económicos de creciente pujanza pues, como recordara Villar Palasí (6) , «al igual que en la Economía, hay en la política legislativa un break–even point, el punto en el que comienzan a cubrirse los costes, por debajo del cual es importuna y perjudicial la normación. La idea es clásica: conformatio cum rerum ordine, es el límite a la regla jurídica y su más directa y necesaria inspiración. El coste político de la operación normativa (…) es un factor a calcular preliminarmente».

Esta obra ofrece los elementos necesarios para apreciar qué cuestiones han de ser atendidas de manera primordial para la regulación de esta actividad económica. Buena nota podrían tomar quienes tienen la responsabilidad de regularla.

Victoria Ortega Benito

Presidenta del Consejo General de la Abogacía Española (CGAE)
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 La presente obra jurídica trata una materia novedosa en nuestro país, la explotación de viviendas para uso turístico, fruto de esta nueva realidad turística que ha irrumpido con fuerza en muchas ciudades y regiones de nuestro país (Barcelona, Madrid, Islas Canarias, Islas Baleares, etc.), gracias a las nuevas plataformas de la economía colaborativa, que han suprimido los costes de escala necesarios para poder comercializar alojamientos en un mercado global, permitiendo así a simples propietarios de viviendas el acceso a dicho mercado en condiciones de igualdad con grandes empresas hoteleras y centrales de reservas.

Les externalidades negativas que está nueva realidad económico–social ha provocado (problemas de convivencia vecinal, desertización comercial, sobrecarga del espacio público, el fenómeno de la gentrificación, etc.) han obligado al legislador a actuar de forma apresurada a remolque de esta nueva realidad, esto es, como veremos, regulando esta nueva realidad de forma fragmentaria y sin cohonestarla debidamente con el resto de disciplinas jurídicas que se han visto directamente afectadas (normativa arrendaticia y de propiedad horizontal).

De forma fulgurante esta nueva realidad pasó de ser objeto de debate en tertulias de radio y de cadenas de televisión, a serlo en foros jurídicos de abogados y otros profesionales del Derecho, quienes en tanto que operadores jurídicos que deben lidiar con la problemática jurídica de esta nueva realidad, están sufriendo directamente las consecuencias de la falta de sistematización de esta incipiente y dinámica regulación jurídica.

Estamos pues ante una obra pionera, no solo por la materia tratada, sino por la vocación de exhaustividad y transversalidad que los autores han querido imprimirle. Abarca cinco disciplinas jurídicas diferenciadas: Derecho Urbanístico, Derecho Administrativo, Derecho Contencioso–Administrativo, Derecho Civil y Derecho Procesal Civil. Tan solo mediante el estudio pormenorizado y exhaustivo de todas las cuestiones que afectan a estas disciplinas jurídicas se hace posible comprender plenamente la naturaleza y complejidad de la problemática jurídica que está generando esta nueva realidad social y económica en España.

El objetivo fundamental que persiguen los autores es trasladar su experiencia profesional en los ámbitos de la Judicatura, Abogacía, y de la Administración Pública sobre la materia que nos ocupa a quien haya de aplicar el Derecho.

Para ello, los autores han tratado de dotar a la presente obra un carácter eminentemente práctico propio de la sistemática utilizada en todas la obras de FUENTES LOJO, mediante la técnica de intentar llegar al lector de forma directa y que le permita poder localizar las cuestiones de una forma ágil, huyendo pues de disquisiciones teóricas más propias de manuales universitarios, y centrándose en la problemática jurídica diaria de los operadores jurídicos y en la casuística, aportando para ello, en la medida de lo posible, soluciones prácticas para cada supuesto o institución tratada.

La obra está dividida en cuatro bloques. El primero, relativo a los aspectos administrativos y urbanísticos de las viviendas de uso turístico, con un estudio exhaustivo sobre las normativas territoriales –autonómicas y locales– que confluyen en nuestro país, dando protagonismo a aquellas ciudades o regiones en las que la problemática tiene una mayor virulencia, tal como se explicará.

El segundo bloque, versa sobre la casuística de las principales problemáticas que están siendo resueltas por los tribunales de lo contencioso–administrativo, realizando un estudio riguroso y detallado de las resoluciones judiciales de mayor interés, cuya mayor parte han sido dictadas en los últimos años y meses, y todavía no tienen la estabilidad y uniformidad que exigiría el principio de seguridad jurídica. También, se hace un análisis del nuevo Recurso Contencioso–Administrativo de Casación y su trascendencia en materia de viviendas de uso turístico.

El tercer bloque trata sobre la problemática civil, en la que se aborda por un lado la problemática que se suscita en materia arrendaticia, con especial referencia a la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, y por otro lado, la problemática relativa a la propiedad horizontal regulada en la Ley 49/1960, de 21 de julio, de Propiedad Horizontal, realizando un estudio comparativo para el caso de Cataluña sobre la novedosa regulación de la Ley 5/2015, de 13 de mayo, de modificación del Libro Quinto del Código Civil de Cataluña, relativo a derechos reales.

Y, el cuarto y último bloque, aborda la problemática que se suscita en los tribunales civiles, realizando una exposición de los principales procedimientos judiciales existentes en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, para exigir la resolución de contratos de arrendamiento, y mediante un análisis detallado de los procedimientos ordinarios propios de las comunidades de propietarios para lidiar con las molestias que esta actividad económica suele generar a los vecinos de los edificios divididos en propiedad horizontal.

En definitiva, como indicamos, el objetivo final de esta obra es dotar al operador jurídico de una herramienta útil para lidiar con esta compleja materia en su día a día. Los rigurosos comentarios de los autores sobre la novedosa y fragmentaria normativa, enlazados con la última jurisprudencia aplicable, todo ello ofreciendo la más completa información de los estudios especializados sobre la materia que permiten profundizar en el conocimiento de la materia, constituyen el mejor instrumento de trabajo para el profesional del Derecho.

En Barcelona, a 1 de febrero de 2018.

Alejandro Fuentes–Lojo Rius

Alejandro Fuentes–Lojo Lastres
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            1. 

             Introducción

          


          La regulación jurídica de las viviendas de uso turístico (a las que de ahora en adelante nos referiremos como «VUT») desborda ampliamente el terreno de juego marcado por una normativa sectorial turística que adolece de la habitual falta de sistemática, que ha de enfrentarse con las dificultades –lógicas y justificadas, pero manifiestas– derivadas del reparto competencial entre los diferentes poderes territoriales del Estado y que, en consecuencia, se ha mostrado incapaz en diversos momentos de ordenar convenientemente el complejo entramado de intereses que confluyen en este fenómeno.


          Hemos de tener presente que dicha normativa fue concebida para regular las relaciones entre las administraciones públicas con competencias en materia de turismo y unos operadores «tradicionales» que, desde el mismo territorio, prestan servicios dirigidos a unos consumidores prácticamente ajenos a la intervención administrativa, pues sus eventuales reclamaciones se instrumentarían a través de la legislación de consumo. Esa relación se mantiene en los mismos parámetros en lo que respecta a los alojamientos turísticos que podríamos agrupar bajo la etiqueta de «hoteleros», categoría en la que englobamos tanto hoteles como pensiones, fondas, apartamentos turísticos, apartahoteles y otras figuras similares: la intervención administrativa se centra en parametrizar los servicios prestados, dotarlos de una clasificación que permita a los usuarios conocer las características del establecimiento ofrecido y garantizar la calidad para fomentar una mayor demanda turística, objetivo último tanto de los empresarios como de la administración turística.


          Paralelamente, existía en nuestro país un alquiler generalizado de viviendas en zonas costeras por períodos de temporada a turistas de procedencia nacional (1) .


          Más allá de esta realidad por todos conocida desde hace décadas, las VUT han irrumpido con fuerza (2)  en muchas ciudades gracias a las plataformas de la economía colaborativa, que han suprimido los costes de escala necesarios para poder comercializar alojamientos en un mercado global, permitiendo así a simples propietarios de viviendas el acceso a dicho mercado en condiciones de igualdad con grandes empresas hoteleras y centrales de reservas. Los efectos positivos de esta innovación tecnológica sobre los ingresos de los propietarios son evidentes, y además repercuten en su entorno inmediato mediante la aparición de empresas que proveen servicios auxiliares: entrega de llaves, limpieza, reparaciones, gestión de incidencias, etc. Podemos indicar también como efectos positivos la revitalización del comercio de determinadas zonas de la ciudad a causa de la afluencia de turistas con un nivel de gasto más alto que sus residentes.


          Sin embargo, este beneficio económico ha comportado determinadas consecuencias negativas que no podemos soslayar (3) .


          Como consecuencia de su crecimiento exponencial, las VUT han alterado sustancialmente la configuración de los centros urbanos de muchas ciudades y han generado multitud de problemas de convivencia, desertización comercial o sobrecarga del espacio público, entre otros (4) . Determinados inmuebles, que por sus características o situación ocupaban la franja media–baja del mercado de alquiler permanente, se han convertido en el alojamiento preferido de turistas llegados de todo el mundo dispuestos a vivir unos días en contacto con la vida diaria de unos residentes que, paradójicamente, se ven obligados en muchos casos a abandonar sus domicilios ante la imposibilidad de afrontar los incrementos de rentas que la demanda turística provoca. Incrementos de rentas posibles, en parte, por una Ley de arrendamientos urbanos que, por motivos absolutamente ajenos al fenómeno de las VUT, no protege la estabilidad de los alquileres sino que fomenta revisiones constantes de su importe.


          De esta explicación se deduce con facilidad que en las VUT confluyen, además de la turística, diversas materias susceptibles de regulación como sería el comercio electrónico, las relaciones de consumo, el derecho a la vivienda, los arrendamientos urbanos, el urbanismo como ámbito regulador de los usos que los particulares pueden dar a sus propiedades o el ejercicio de actividades económicas desde diversos puntos de vista como el ambiental, el tributario, la libre competencia y prestación de servicios (5) .


          A pesar de que tan diversa normativa concurre e incide en las VUT, y sin olvidar ninguna de ellas cuando sea conveniente para la coherencia de la materia tratada, este capítulo se centrará en las diversas fases en la vida de la actividad desde el punto de vista de la normativa sectorial turística: desde la regulación de los requisitos que deben cumplir las VUT, pasando por la habilitación para el inicio de su actividad y los mecanismos de inspección, hasta llegar a la reacción administrativa ante la constatación de ilegalidades, en forma de procedimientos de restauración de la legalidad y, en su caso, procedimientos sancionadores.


          Cualquier estudio de la normativa sectorial turística española se enfrenta a otro de los factores que apuntábamos al comienzo de esta introducción: el reparto competencial entre las diversas administraciones territoriales que, en el caso del turismo, ha puesto en manos de las comunidades autónomas esta materia sin que exista una legislación básica estatal sobre aspectos nucleares de la materia, debido probablemente a la novedad del fenómeno (6) . Iniciaremos nuestro estudio focalizando el análisis en la ordenación turística catalana debido al especial interés (7)  que despierta una de las zonas con mayor impacto turístico y sobre todo con mayor concentración en determinados distritos de la ciudad de Barcelona. Precisamente esta concentración de alojamientos turísticos en el casco antiguo de la ciudad motivó, como veremos, que ya en 2005 se comenzara a regular, a través de instrumentos de ordenación urbanística, el fenómeno de las VUT. Por ello, en el marco de este análisis de la normativa catalana dedicaremos especial atención a la ordenación urbanística aprobada por el consistorio barcelonés. Más tarde, en 2010, se aprobó una reglamentación autonómica de las VUT que, por primera vez, contenía una regulación acabada de dicho fenómeno y que sirvió de inspiración a otros reglamentos posteriores, incluso de otras partes del territorio español.


          Es cierto que la problemática planteada por las VUT no es exclusiva de Cataluña, por lo que, una vez analizado el caso catalán, pasaremos a analizar también los regímenes de las VUT en las diferentes Comunidades Autónomas, priorizando aquéllas en las que el sector económico turístico tiene un mayor impacto y lógicamente una necesidad de regulación superior. Cabe remarcar que aquel primer análisis se realiza con el detalle necesario como para evitar, a la hora de referirnos a las otras Comunidades Autónomas, reiteraciones posteriores de elementos comunes o perfectamente aplicables con independencia del territorio de que se trate.


          También a nivel municipal encontramos regulaciones que destacaremos en algún punto. Algunos Ayuntamientos han pasado, prácticamente de un año para otro, de promocionar la llegada de turistas y promover la instalación de hoteles con el objetivo de revitalizar determinadas zonas a tratar de frenar la proliferación de VUT y la consiguiente huida de los vecinos y comercios tradicionales. También se han visto obligados a poner orden frente a diversas problemáticas generadas por la afluencia de turistas en barrios que nunca habrían imaginado entrar en la dinámica turística. Nos referimos a la convivencia entre turistas y residentes en edificios plurifamiliares, a la saturación de determinados espacios públicos o líneas de transporte, a la necesidad de garantizar la movilidad en calles estrechas que no están preparadas para la carga y descarga de maletas, a una gestión de la recogida de basuras y reciclaje absolutamente diferente de la habitual en determinadas épocas del año, por poner algunos ejemplos.


          Llegados a este punto debemos recordar que los Ayuntamientos españoles no disponen de herramientas para incidir sobre las causas de una dinámica de escala global como ésta, sino tan sólo sobre sus consecuencias en el término municipal correspondiente, e incluso en este exiguo ámbito territorial la legislación básica estatal viene, además, a restringir sus posibilidades de actuación. Es más, en la mayoría de regímenes autonómicos, la competencia corresponde a la Comunidad Autónoma, sin una intervención de los entes locales que vaya más allá de las atribuciones en materia de promoción turística. Así, por ejemplo, no les está permitido a los Ayuntamientos establecer sistemas de autorización previa sobre las actividades, y su capacidad coercitiva, tradicionalmente ejercida sobre establecimientos ubicados en su término municipal, obviamente no tiene la misma efectividad sobre plataformas telemáticas.


          Salvando los excepcionales casos en que la legislación autonómica les atribuye competencias específicas en la materia, esta situación ha obligado a muchos municipios a explorar los confines de sus competencias, paradigmáticamente la urbanística, bajo la atenta y no siempre comprensiva mirada tanto de tribunales de justicia y como de autoridades de competencia. Así, las normativas que pretenden limitar las VUT «sobre el territorio» en España se enfrentan a impugnaciones basadas en la libertad de establecimiento, la eliminación de trabas para el ejercicio de actividades y los principios básicos del urbanismo, que dificultan la implementación de soluciones innovadoras como podrían ser el establecimiento de licencias limitadas y rotatorias que a nuestro juicio podrían permitir cohonestar los diversos intereses en juego: el desarrollo de la actividad económica, la promoción del turismo, el derecho a la vivienda y un entorno urbano habitable para los residentes habituales.


          

          

            2. 

             Régimen jurídico de los alojamientos de uso turístico en viviendas

          


          El régimen jurídico administrativo de los alojamientos de uso turístico al que nos referimos focaliza su atención en la regulación, legal o reglamentaria, que disciplina el inicio y desarrollo de la actividad consistente en la puesta a disposición de sus clientes o usuarios de un alojamiento temporal que no constituye un cambio de residencia para la persona alojada. Entre otros extremos, esta regulación conceptualiza el alojamiento que constituye un uso turístico de una vivienda, determina los requisitos de funcionamiento y los procedimientos de intervención administrativa en la actividad privada destinada a la explotación de tales establecimientos.


          A grandes rasgos, se ha de decir que este régimen jurídico está constituido principalmente por las normas legales y reglamentarias correspondientes al sector material turístico. Junto a éstas, ocupan un espacio destacado las de carácter urbanístico, sean con rango de ley, reglamentos de desarrollo legal o instrumentos de planeamiento urbanístico, así como las que regulan el ejercicio de actividades y la fiscalidad a la que se sujeta.


          Centraremos nuestra atención en la regulación sectorial turística en cuanto define la actividad de alojamiento y fija los requisitos de funcionamiento y en la normativa reguladora de la intervención administrativa en dicha actividad. Además, como se ha dicho, prestaremos especial atención a la ordenación urbanística que es, junto con la ordenación sectorial turística, una de las principales medidas para abordar el fenómeno del alojamiento turístico, que en todo caso constituye un uso del suelo y la edificación que requiere la conformidad al planeamiento urbanístico para dar cumplimento a los principios que emanan del artículo 3.4 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana (TRLSRU), es decir, para promover un resultado equilibrado que asegure la vinculación del suelo de uso residencial a dar efectividad al derecho a la vivienda digna y adecuada.


          Y, dentro de este marco normativo, nos ocuparemos de las viviendas que se destinan a alojamiento de turistas, conocidas, en unos casos, como viviendas de uso turístico y, en otros como, como viviendas con fines turísticos. No utilizaremos, en cambio, la denominación de apartamentos turísticos, que en algunos casos se ha utilizado como concepto análogo o equivalente, pero que, como sucede, por ejemplo, en Cataluña, Andalucía o Galicia, es una modalidad de alojamiento turístico definida por la presencia de diferentes estudios o espacios diferenciados de prestación del servicio de alojamiento temporal en un edificio o conjunto de edificios que constituyen un único establecimiento o unidad empresarial de explotación.


          

          

            3. 

             El régimen jurídico de las viviendas de uso turístico en Cataluña. Evolución de la normativa aplicable: de la legislación de vivienda a la de turismo

          


          De manera previa al análisis de la normativa turística vigente en Cataluña en materia de VUT, resulta imprescindible analizar cuál ha sido su evolución histórica, ya que nos ayudará a comprender y determinar cuál es la norma aplicable en cada caso y, especialmente, a clarificar cuál es el régimen sancionador aplicable al uso turístico de las viviendas no ajustado a Derecho.


          La regulación de las VUT en Cataluña se acometió inicialmente a través de la normativa sobre la vivienda para, con el tiempo, decantarse hacia la normativa sectorial turística, ámbito material en el que, como veremos, entendemos que se encuentra plenamente insertada en la actualidad, a pesar de un cierto debate que intentaremos zanjar a continuación.


          Existen determinados juzgados unipersonales de lo contencioso–administrativo que sostienen en algunas de sus sentencias que el régimen sancionador aplicable en caso de ejercer la actividad de VUT sin habilitación es el contenido en la Ley 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda (8) . Esta conclusión, válida hasta 2011 o incluso, en el peor de los casos, hasta 2015 para los municipios, no es defendible en la actualidad, debido a los cambios legislativos a nivel material y competencial que veremos a continuación.


          Ciertamente, y más allá de algunas ordenanzas municipales, la primera regulación legal de las VUT en Cataluña la encontramos en el ámbito de la vivienda, concretamente en la Ley 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda que, en el redactado original de su artículo 3, letra l), definía dichas viviendas como:


          

            

              «La vivienda cuyo uso ceden los propietarios a terceros, con la autorización de la administración competente, en condiciones de inmediata disponibilidad para una estancia de temporada, en régimen de alquiler o cualquier otra forma que implique contraprestación económica. Los cesionarios no pueden convertir la vivienda en su domicilio principal ni secundario».

            


          


          El artículo 19 de la Ley 18/2007, desarrollando dicha definición, establecía el régimen jurídico de las VUT en los términos siguientes:


          

            

              «Artículo 19. Uso turístico de las viviendas

            


            

              1. Para destinar una vivienda a uso turístico, de acuerdo con la definición del artículo 3.l, debe disponerse preceptivamente de la licencia municipal de actividad correspondiente al uso pretendido y de cualquier otra autorización sectorial que sea exigible. La falta de autorización da lugar a la adopción de las medidas de intervención o sancionadoras que establezcan las ordenanzas municipales, la presente Ley o la normativa sectorial correspondiente.

            


            

              2. Las administraciones competentes deben impulsar políticas orientadas a evitar la utilización ilegal de viviendas para uso turístico. A tal fin, deben aprobar programas de inspección y deben velar para que las viviendas para uso turístico tengan las correspondientes autorizaciones».

            


          


          Finalmente, la Ley preveía en su régimen sancionador unas infracciones «en materia de calidad del parque inmobiliario», etiqueta que ya daba muestra del interés general perseguido por dicha ley, de carácter grave en caso de «destinar una vivienda a uso no residencial sin disponer de la oportuna autorización» (artículo 124.1.i), y muy grave por «explotar económicamente inmuebles considerados infraviviendas en los términos establecidos por la presente ley» (artículo 123.1.j).


          Es de resaltar que el preámbulo de la Ley sólo menciona en una ocasión el aspecto turístico y lo hace en los términos siguientes: «[la Ley] regula la sobreocupación de las viviendas y la infravivienda y sienta las bases para luchar contra la actividad empresarial y lucrativa de convertir ilegalmente las viviendas en alojamientos turísticos, precarios, sobreocupados y sometidos a precios abusivos». Es evidente que la Ley 18/2007 no perseguía la regulación de la actividad turística sino la calidad del parque de viviendas, siendo las VUT tan sólo un aspecto más del interés general primario perseguido por la Ley, el derecho de cada persona a acceder a una vivienda digna y adecuada.


          Por su parte, en esos años la normativa turística catalana ni tan siquiera mencionaba las VUT en su regulación, que por otra parte era innecesaria al estar dichas viviendas incluidas en el ámbito de aplicación de la Ley estatal 29/1994, de arrendamientos urbanos hasta el año 2013.


          La regulación en el ámbito reglamentario se aprobó por Decreto 164/2010, de 9 de noviembre, de viviendas de uso turístico, que supuso ya una primera superación del ámbito material del derecho a la vivienda en el que se regulaban las VUT, pues empezaba su exposición de motivos manifestando que el Decreto «se dicta en virtud de la competencia exclusiva de la Generalitat en materia de vivienda, de conformidad con lo que dispone el artículo 137 del Estatuto de autonomía de Catalunya; en materia de turismo, de acuerdo con lo que establece el artículo 171 del EAC, y en materia de consumo, por lo que respecta a la vertiente de la defensa de los derechos de los consumidores y usuarios, en virtud del artículo 123.a) del EAC». Es de destacar, pues, que a pesar de disponer de una única cobertura legal en la legislación de vivienda, las VUT encontraban acomodo ya en 2010 en el ámbito material turístico, como demuestra este decreto aprobado a propuesta conjunta tanto del consejero de Medio Ambiente y Vivienda, como del consejero de Innovación, Universidades y Empresa, departamento competente en materia turística.


          El redactado original de los artículos mencionados de la Ley 18/2007 (9)  estuvo vigente hasta el 31 de diciembre de 2011, fecha de entrada en vigor de la Ley 9/2011, de 29 de diciembre, de promoción de la actividad económica, que supondría un cambio paradigmático en lo que respecta al régimen jurídico de las VUT en Cataluña al suprimir toda referencia contenida en la Ley del derecho a la vivienda, e introducir, entre otros, dos nuevos artículos en la LTC, con el siguiente contenido:


          

            

              «Artículo 50.bis. Concepto.

            


            

              1. Las viviendas de uso turístico son viviendas que son cedidas por su propietario, directa o indirectamente, a terceros, de forma reiterada y a cambio de contraprestación económica, para una estancia de temporada, en condiciones de inmediata disponibilidad y con las características establecidas por reglamento.

            


            

              2. Las viviendas de uso turístico requieren la correspondiente comunicación previa de inicio de actividad al Ayuntamiento competente.

            


            

              Artículo 50.ter. Libertad contractual

            


            

              La cesión de la vivienda de uso turístico puede ser realizada en cualquiera de las formas admitidas en derecho».

            


          


          La Ley 9/2011 no se limitó a dotar a las VUT de una cobertura legal en el ámbito turístico, sino que las sustrajo explícitamente del ámbito de la legislación sobre vivienda, como se puede ver con facilidad si comparamos los artículos originales de la Ley 18/2007, antes transcritos, con la redacción que se les dio en 2011. Así, donde anteriormente la letra l) del artículo 3 definía las VUT, con su nueva redacción dicha letra pasaba a definir genéricamente la «vivienda con actividades económicas», y remitía su régimen jurídico a la normativa sectorial aplicable: «la vivienda que no es domicilio habitual y permanente y que se utiliza para la obtención de rendimientos de actividades económicas reguladas por la normativa sectorial aplicable».


          El nuevo artículo 19 de la Ley 18/2007 era todavía más explícito en esta misma línea de sustraer del ámbito de la vivienda toda regulación de las VUT (suprimiendo la referencia a la adopción de medidas de intervención o sancionadoras que establezca «la presente ley»), y determinar que:


          

            

              «1. Las viviendas con actividades económicas, definidas por el artículo 3.l, deben disponer de los títulos habilitantes correspondientes al tipo de actividad. La falta de dichos títulos puede dar lugar a la adopción de las medidas de intervención o sancionadoras que establezcan las ordenanzas municipales o la normativa sectorial correspondiente.

            


            

              2. Las administraciones competentes deben impulsar políticas orientadas a evitar la utilización ilegal de viviendas con actividades económicas. A tal fin, deben aprobar programas de inspección y deben velar para que dichas viviendas tengan los correspondientes títulos habilitantes».

            


          


          Obviamente, la «normativa sectorial correspondiente» a las VUT pasaba a ser la Ley 13/2002, de turismo de Cataluña, que en sus nuevos artículos 50 bis y 50 ter recogía la regulación anteriormente contenida en los artículos 3.l) y 19 de la Ley del derecho a la vivienda y sometía aquellas mismas VUT a una regulación más adecuada a los fines perseguidos por el legislador mediante la Ley 9/2011, es decir, en palabras de su preámbulo, «el desarrollo de la actividad empresarial».


          Esta traslación del amparo legal, de la vivienda al turismo, tuvo una adaptación reglamentaria al año siguiente, con la aprobación del Decreto 159/2012, de 20 de noviembre, de establecimientos de alojamiento turístico y viviendas de uso turístico, que a pesar de recoger toda la tipología de servicios de alojamiento turístico reconocía en su exposición de motivos la neta diferenciación entre la naturaleza de los «establecimientos de alojamiento turístico» (hoteles, apartamentos turísticos, etc.), tradicionalmente vinculados a una actividad empresarial, con las VUT procedentes del ámbito de la vivienda y naturalmente explotadas por los mismos propietarios particulares mediante su puesta a disposición a través de las plataformas de economía colaborativa que por aquél entonces habían emergido ya con fuerza:


          

            

              «El presente Decreto sigue la sistemática de la Ley de turismo de Catalunya en la regulación de las dos actividades de alojamiento que prevé: los establecimientos de alojamiento turístico y las viviendas de uso turístico. Ambas se diferencian tanto por su naturaleza y régimen jurídico como por el sistema de habilitación e inscripción. Por ello, se regulan en dos títulos diferentes, y se opta por esta estructura atendiendo a las pocas características que tienen en común...».

            


          


          Es interesante constatar la claridad con que apreció la Comisión Jurídica Asesora de la Generalitat de Cataluña este traslado del ámbito legal de la regulación de las VUT operado por la Ley 9/2011, en su Dictamen 367/12, de 15 de noviembre, referido al proyecto de Decreto, en el que afirma que «la Ley 9/2011 incluye en la Ley de turismo, mediante la incorporación de los artículos 50.bis y 50.ter, la regulación de las viviendas de uso turístico anteriormente ordenadas por la Ley 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda (artículo 3.l)» (pág. 5 del Dictamen). Más adelante el mismo dictamen vuelve sobre la cuestión: «con el artículo 67 se inicia el título II, relativo a las viviendas de uso turístico. La regulación de estas viviendas, anteriormente contenida en la Ley 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda, ha sido incorporada por la Ley 9/2011 a la Ley de turismo, que ha incluido los artículos 50.bis y 50.ter», (pág. 12).


          En 2013 se produjo un paso más en la «turistificación» de la regulación de las VUT, esta vez a nivel estatal, pues la Ley 4/2013, de 4 de junio, de medidas de flexibilización y fomento del mercado del alquiler de viviendas, modificó la LAU sustrayendo de su ámbito de aplicación «la cesión temporal de uso de la totalidad de una vivienda amueblada y equipada en condiciones de uso inmediato, comercializada o promocionada en canales de oferta turística y realizada con finalidad lucrativa, cuando esté sometida a un régimen específico, derivado de su normativa sectorial» (artículo 5.e LAU). Quedaba definitivamente clara, pues, la separación entre el régimen jurídico civil aplicable tanto al alquiler ordinario de viviendas como al alquiler de temporada (10) , del régimen de las VUT que se regirían a todos los efectos por la normativa sectorial turística.


          La última modificación legislativa pendiente para consolidar el cambio anunciado al principio de este apartado se produjo en 2015, con una aclaración en el ámbito competencial de los municipios. Hasta ese año, si bien los municipios catalanes aplicaban la normativa turística en todos los aspectos de la intervención de las VUT, se veían mayoritariamente abocados a aplicar el régimen sancionador de la Ley del derecho a la vivienda cuando detectaban una VUT sin habilitación legal, a causa del redactado del artículo 68.e de la LTC, que otorgaba a los municipios (en coordinación con la Generalitat) competencias inspectoras pero condicionaba el ejercicio de las competencias sancionadoras a «los supuestos y con los límites establecidos por esta Ley y por las disposiciones que la desplieguen».


          El nuevo redactado de esta letra, fruto de la Ley 3/2015, de 11 de marzo, de medidas fiscales, financieras y administrativas, no deja lugar a dudas respecto a la potestad sancionadora de los municipios al suprimir el inciso anteriormente citado, e incluir además en el objeto de las competencias inspectoras municipales la comercialización telemática de las VUT situadas en su término.


          En conclusión, la competencia municipal en materia turística no se clarificó hasta 2015 y por ello es posible que hasta ese año existieran procedimientos sancionadores tramitados de acuerdo con la Ley 18/2007 contra VUT ilegales, amparados no obstante en una norma con rango de Ley que perseguía asimismo un interés general también concurrente (como es la protección de la calidad del parque de viviendas y el derecho mismo a una vivienda digna). Sin embargo, podemos asegurar que ya no existen dudas acerca del régimen jurídico sancionador aplicable a las VUT, que debe ser el turístico en atención a la evolución legislativa descrita y, sobre todo, a la remisión que la propia Ley 18/2007 establece en su artículo 19: «las viviendas con actividades económicas [...] deben disponer de los títulos habilitantes correspondientes al tipo de actividad. La falta de dichos títulos puede dar lugar a la adopción de las medidas [...] sancionadoras que establezcan [...] la normativa sectorial correspondiente».


          Obviamente, la normativa del derecho a la vivienda tiene todavía un campo de aplicación en materia de VUT, en aquellos casos en que el interés general defendido por esta normativa sea preferente al defendido por la sectorial turística. Sería el caso del ejercicio de la actividad en viviendas de protección oficial, infracción considerada muy grave por el artículo 123.3 Ley 18/2007 por no destinar dicho tipo de vivienda a residencia habitual y permanente de sus titulares (apartado a) o por haberla cedido a personas que no cumplen los requisitos adecuados (apartado f). Es a este tipo de infracciones a las que se refiere sin duda el artículo 72.2.a Decreto 159/2012, cuando, al prever la competencia sancionadora y disciplinaria «respecto a la disciplina de la actividad», menciona el departamento competente en materia de vivienda.


          Ante esta evidencia que, como decíamos anteriormente, algunas sentencias ponen en duda, consideramos que no proceden determinados argumentos de carácter formalista que, de ser admitidos, tendrían como consecuencia la imposibilidad de sancionar las VUT ilegales por una u otra normativa y, por lo tanto, su absoluta desregulación.


          No se puede sostener, por ejemplo, que el titular de una VUT no sea una empresa turística de alojamiento (11)  cuando la propia Ley 9/2011 incluyó estas actividades económicas en el Capítulo III del Título III de la Ley de turismo, capítulo que lleva por epígrafe, precisamente, «empresas turísticas de alojamiento». No consideramos válido en este sentido pretender que el artículo 33 de la misma LTC, que define las empresas turísticas como aquellas «que se dedican profesionalmente» a la prestación de servicios turísticos retribuidos de alojamiento, sea la válvula de escape que permita desregular las VUT, actividades que por su diferente naturaleza –como afirma, veíamos, el propio Decreto que las regula– es obvio que nunca reunirán las mismas condiciones empresariales que los alojamientos turísticos de tipo hotelero o similares.


          La «profesionalidad» que menciona dicho artículo 33 en el caso de las VUT se constata por la puesta de la vivienda a disposición de un público universal (12)  mediante los recursos que ofrecen las plataformas de la economía colaborativa, por el tiempo que exige mantener la vivienda en «condiciones de inmediata disponibilidad» (artículo 50 bis LTC) para su uso por parte de turistas en estancias que en ningún caso pueden superar más de un mes, por la contratación de un servicio de asistencia y mantenimiento (artículo 67.4 Decreto 159/2012), por la disponibilidad del teléfono para atender permanente consultas e incidencias que exige la normativa reglamentaria (artículo 67.3 Decreto 159/2012), y en definitiva por todos aquellos elementos que motivaron la regulación, ya en el año 2007, de una actividad económica que proporciona a sus titulares unos rendimientos económicos normalmente muy superiores a los obtenidos en el mercado de alquiler propiamente residencial.


          

          

            4. 

             La ordenación urbanística en Barcelona: el plan especial urbanístico para la ordenación de los establecimientos de alojamiento turístico, albergues de juventud, residencias colectivas de alojamiento temporal y viviendas de uso turístico (PEUAT)

          


          

          

            4.1. 

             El urbanismo y la regulación de la implantación de los usos

          


          

          

            4.1.1. 

             Contexto

          


          Barcelona tiene una vasta experiencia en la regulación urbanística de la implantación de los usos llamados turísticos. Hablamos de regulación de la implantación de los usos, y no de regulación de los usos propiamente. La diferencia puede parecer irrelevante, pero no lo es: la regulación de los usos es una cuestión que cabe afrontar desde el punto de vista del planeamiento general, porque forma parte de las determinaciones fundamentales que deben definirse y regularse desde un instrumento de ordenación general. Por el contrario, la regulación de la implantación de los usos es una cuestión que puede y debe regularse por el planeamiento derivado, específicamente por los planes especiales urbanísticos, aunque en Barcelona, en virtud de la Ley 22/1998, de 30 de diciembre, de aprobación de la Carta municipal de Barcelona, existe una tipología específica de planeamiento derivado especialmente pensada para esta particularidad: los Planes de usos.


          Hay algunos municipios que han incidido en la regulación de los usos modificando el planeamiento general. El planteamiento es, desde luego, estructural. Modificar la definición o configuración de los usos no responde a objetivos coyunturales, sino a la voluntad de configurar el régimen jurídico del suelo de una determinada manera y con vocación de permanencia en el tiempo, y no meramente circunstancial.


          No obstante, no es este el caso de Barcelona. Con la excepción de una modificación de planeamiento general que creó una nueva clave urbanística de zona hotelera (y que por tanto claramente era objeto de modificación del régimen urbanístico), las diferentes iniciativas municipales en los últimos 25 años han incidido en la regulación de las condiciones de implantación de determinadas actividades en la ciudad. En la mayoría de casos, se ha tratado de ámbitos concretos de la ciudad, los distritos, en relación a los cuales se han condicionado la implantación de actividades de concurrencia pública, hotelería y algunas tipologías comerciales. En otros casos, se ha regulado la implantación de una actividad determinada (tiendas de souvenirs, viviendas de uso turístico) a nivel de ciudad o de una parte importante de esta.


          Una de las últimas iniciativas del Ayuntamiento de Barcelona ha sido la regulación del Plan especial urbanístico para la ordenación de los establecimientos de alojamiento turístico, albergues de juventud, residencias colectivas de alojamiento temporal y viviendas de uso turístico (PEUAT), aprobado por el Pleno municipal el 27 de enero de 2017, y vigente desde el 6 de marzo de 2017.


          Se trata de una experiencia intensa y compleja que merece la pena explicar y compartir: la motivación de su formulación; el intenso y complejo trabajo técnico y jurídico llevado a cabo; los criterios de regulación; las condiciones de implantación de las actividades; y, finalmente, los grandes debates al entorno de este instrumento urbanístico.


          Las VUT están actualmente reguladas en Barcelona mediante este instrumento de planeamiento. La situación coyuntural vivida en los últimos años en la ciudad, que hemos ido apuntando y explicaremos en profundidad en este capítulo, ha configurado un escenario restrictivo para la implantación de estas actividades. No obstante, cabe estar atento a la evolución de las diferentes dinámicas que inciden sobre la oferta y la demanda de esta actividad concreta, ya que pueden suponer un cambio de tendencia y, por consiguiente, justificar un cambio de regulación.


          

          

            4.1.2. 

             Antecedentes de regulación urbanística

          


          

          

            4.1.2.1. 

             Plan de hoteles de 1989

          


          El primer precedente de regulación urbanística es el llamado Plan de hoteles de 1989. Sin embargo, no se trata de un plan de usos; el alcance de la propuesta es una Modificación del planeamiento general, dado que incide en el régimen urbanístico de los suelos, se crea una nueva clave urbanística y se recalifican suelos con una finalidad determinada.


          La Modificación del PGM relativa a la definición y regulación de la zona de dotación hotelera y determinación de los suelos que afectan a esta, en el ámbito del Término Municipal de Barcelona, aprobada definitivamente por resolución del Conseller de Política Territorial y Obras Públicas de la Generalitat de Catalunya de 6 de octubre de 1989, surge en un contexto donde la ciudad no disponía de una oferta suficiente de plazas hoteleras de calidad para afrontar el reto de la realización de los Juegos Olímpicos de Barcelona de 1992. Este hecho justificó la recalificación de suelos con destino a la nueva clave 10, que se define como de dotación hotelera, y que permitió acoger esta tipología de usos residenciales.


          El Plan de Hoteles afectó suelos con una superficie de 7,09 Ha, calificados mayoritariamente como equipamientos comunitarios (4,09 Ha) y otros como sistema ferroviario y zona de ordenación volumétrica.


          El plan hacía una previsión genérica de 3.000 plazas hoteleras, lo cual supuso un incremento del 33% en la oferta preexistente de habitaciones y plazas en hoteles de 3, 4 y 5 estrellas, aunque abarcara únicamente 8 establecimientos, de los que se construyeron 6 (13) .


          

          

            4.1.2.2. 

             Planes de usos del Distrito de Ciutat Vella

          


          En años posteriores, ha sido una constante en la ciudad de Barcelona la utilización del planeamiento urbanístico para regular la implantación y la modulación de intensidad de usos en el territorio.


          Los llamados planes de usos, que habían tenido por objeto normalmente las actividades de pública concurrencia: bares, bares musicales, restaurantes o discotecas, con el tiempo, se utilizaron también para regular la implantación de los establecimientos de alojamiento turístico, las viviendas de uso turístico, las residencias colectivas y los albergues de juventud.


          Esto ocurrió, concretamente, en el Distrito de Ciutat Vella, donde se actuaba sobre una trama urbana muy particular, propia de los núcleos históricos pero también con otros modelos urbanos, con una densidad muy elevada de población y una elevada atracción de actividad lúdica, turística, terciaria y comercial. En este Distrito es donde se evidenció en primer término una problemática de convivencia de usos, y donde fue necesario intervenir para garantizar el equilibrio de los diferentes usos socioeconómicos y para proteger los derechos de los vecinos residentes. Concretamente, desde 2005 Ciutat Vella prohibió la implantación de nuevas actividades de vivienda de uso turístico, por lo que desde entonces los sucesivos planes de usos se han limitado a gestionar las autorizaciones existentes, tendiendo hacia la agrupación en edificios destinados exclusivamente a este uso.


          Desde 1992 se han aprobado diversos planes de usos, en función de la evolución de la situación del propio contexto y de las finalidades de cada momento.


          El Plan especial de los establecimientos de concurrencia pública y hotelería del distrito Ciutat Vella, aprobado definitivamente el 4 de marzo de 1992, se aprobó «(...) para hacer frente a la problemática derivada de la concentración de diversas actividades de ocio, y al mismo tiempo hacerlas compatibles con los nuevos proyectos de reforma urbana (...)».


          Posteriormente, el 21 de mayo de 1997 se aprobó la Modificación parcial del plan especial de los establecimientos de concurrencia pública y hotelería del distrito Ciutat Vella, una modificación puntual referente a las áreas del Distrito que habían sido objeto de actuaciones de renovación urbana previstas en el programa de Áreas de Rehabilitación Integral.


          La siguiente revisión se aprobó el 24 de noviembre de 2000 a través del Plan especial de los establecimientos de concurrencia pública, hotelería y otros servicios en el Distrito de Ciutat Vella, y respondió a la aparición de nuevos fenómenos que generaban procesos de molestias a la ciudadanía, como es el caso de los albergues de juventud.


          En el año 2005 se tramitó el Plan especial de establecimientos de pública concurrencia, hostelería y otras actividades en el Distrito de Ciutat Vella, aprobado definitivamente por el Pleno en sesión de 17 de junio de 2005, y en el que ya se evidenciaba la existencia en los últimos años de dos dinámicas no siempre coincidentes y a menudo contradictorias:


          

            	

              –  Por un lado, la recuperación de las dinámicas demográficas positivas como consecuencia de procesos migratorios, que no se correspondía con un crecimiento proporcional en el número de viviendas. Se había detectado, por tanto, un deterioro de las condiciones de habitabilidad de las viviendas y un incremento del número de personas por vivienda en condiciones de progresiva precariedad para determinados sectores sociales.


            	

              –  Por otra parte, la explosión de Barcelona como destino turístico para estancias de corta duración motivadas por el turismo de negocios, el turismo cultural, el turismo de formación académica y también el turismo de ocio, colectivo o grupal. Asimismo, se detectó la existencia de nuevas formas residenciales que se correspondían tanto con el objeto del viaje, como con su forma, a menudo de low cost, y por tanto con formas de establecimientos de hostelería de bajo coste y de categorías inferiores a los llamados apartamentos turísticos.


          


          Estos nuevos fenómenos fueron particularmente importantes en el Distrito de Ciutat Vella. Ya en ese momento, se detectó que el 17,4% de los establecimientos de concurrencia pública correspondientes a bares, restaurantes y hoteles estaban en este Distrito, y que la ratio de establecimientos por cada 1.000 habitantes era de 16,50, más de nueve puntos por encima de la media del resto de distritos de la ciudad.


          Específicamente por lo que se refiere a los establecimientos de hotelería, se detectó un crecimiento entre los años 1999 y 2004 de un 26%. En números absolutos, las licencias de hotelería otorgadas en los años 2000, 2001, 2002, 2003 y 2004 fueron, respectivamente, de 20, 16, 14, 12 y 28. Por lo tanto, 90 nuevos establecimientos en cinco años, lo cual evidenciaba este fenómeno exponencial de crecimiento, sin aparecer síntomas de ralentización.


          La nueva oferta hotelera se concentraba en categorías inferiores, de tres estrellas o menos, que se ubicaban mayoritariamente en calles estrechas y por tanto con tramas urbanas donde el ruido se propagaba con intensidad, al tiempo que era menor el espacio público disponible a compartir entre los diversos usos y usuarios existentes en la ciudad.


          Esta nueva demanda de establecimientos hoteleros, de bajo coste, suponía una tendencia hacia modelos de alta ocupación, con los consecuentes impactos negativos sobre el uso del espacio público y la generación de contaminación acústica, así como una mayor tendencia a compartir espacios. Por lo tanto, la demanda turística tendía a cubrirse con determinadas tipologías, como las VUT y los establecimientos hoteleros de las categorías inferiores: hoteles de menos de tres estrellas, hostales, pensiones, albergues de juventud y similares. Cuando alguna de estas tipologías, además, coexistía en un mismo edificio con viviendas convencionales, a los impactos generales había que sumar los ocasionados directamente en los espacios comunes de estos edificios.


          El análisis de esta situación originó una regulación de los establecimientos hoteleros que posibilitaba su implantación en todo el Distrito siempre que se cumpliera las condiciones siguientes:


          

            	

              –  Que no tuviera uso de vivienda a fecha 1 de enero de 2005, para impedir el fenómeno de gentrificación e incluso el mobbing inmobiliario que podía ocasionar el diferencial de rentabilidad inmobiliaria entre el uso de vivienda y el uso hotelero.


            	

              –  Que la implantación se produjera en edificio exclusivo, para evitar la coexistencia con otros usos en un mismo edificio.


            	

              –  Que el establecimiento tuviera tres estrellas o más, para evitar tipologías residenciales con un elevado porcentaje de ocupación, y por tanto con un impacto negativo sobre el uso de los espacios públicos.


          


          Finalmente, los entonces denominados apartamentos turísticos, las actuales VUT, se convirtieron en un uso prohibido, pero transitoriamente se permitió que aquellos que, en la fecha de entrada en vigor del planeamiento, estuvieran inscritos en el Registro de Alojamientos Turísticos que gestionaba la Generalitat de Catalunya, tramitaran, antes de finales de 2006, una licencia municipal urbanística de cambio de uso y / o, en su caso, licencia municipal para el ejercicio de la actividad.


          De este modo, mediante un proceso complejo y no exento de polémica, se consiguió regularizar las autorizaciones para el ejercicio de la actividad de VUT en el Distrito de Ciutat Vella.


          El siguiente hito, también en el Distrito de Ciutat Vella, se produjo cinco años después, con la aprobación del Plan especial de establecimientos de concurrencia pública, hotelería y otras actividades. Plan de Usos de Ciutat Vella, en el Pleno municipal de 23 de julio de 2010.


          La Memoria del documento reconoce que la regulación de las actividades de hotelería contenidas en el Plan de usos de 2005 había resultado poco eficaz, posiblemente por la ambigüedad de la condición de que sólo era un uso autorizable en edificio exclusivo que no tuviera uso de vivienda en fecha 1 de enero de 2005. En cuanto a las VUT, se menciona la Medida de Gobierno del Pleno Municipal de fecha 18 de abril de 2008, que defendía que «se debe hacer posible un modelo de turismo que garantice el equilibrio entre una apuesta clara de la ciudad para reforzar su atractivo y posicionamiento internacional y el mantenimiento de sus valores identitarios y vida vecinal de sus ciudadanos y ciudadanas». En aquel momento se reconoce el hito que supuso la prohibición del uso de VUT en el Plan de usos de 2005, y se apuesta por estudiar la posibilidad de agrupar las licencias concedidas en edificios destinados íntegramente a uso turístico o a otros usos compatibles. Esto es, se estableció que no habría convivencia entre el uso turístico y el uso residencial ordinario.


          La Memoria del Plan de usos de 2010 efectúa también un análisis cuidadoso del Distrito de Ciutat Vella desde el punto de vista de la morfología urbana, la población existente y las variaciones detectadas en los últimos años, así como de las actividades existentes. Los estudios efectuados demostraron que la población residente de Ciutat Vella (y especialmente en el barrio Gótico) soportaba hasta tres veces más volumen de actividades de concurrencia pública que otros barrios barceloneses.


          Específicamente referido a la actividad hotelera y a las VUT, se encargó a la sociedad Barcelona Regional un análisis de la situación existente en Ciutat Vella. La conclusión era una importante saturación de la actividad hotelera en este Distrito. Además, a la importante concentración hotelera en Ciutat Vella, se añade la importancia creciente del número de viviendas que se acaban destinando al uso turístico y por lo tanto se concluye que conviene frenar las nuevas implantaciones de establecimientos que generen un aumento de la población flotante en detrimento de la residente: mientras que la media de la ciudad estaba en el entorno del 2,04%, en Ciutat Vella era del 8,55%, es decir, más de cuatro veces superior a la media de Barcelona. Se impuso, por tanto, la necesidad de establecer una limitación estricta a la implantación de nuevas actividades hoteleras, pero permitiendo al mismo tiempo la renovación, mejora y sustitución de los hoteles existentes.


          Este Plan de usos de 2010 apostó por una división territorial del Distrito en zonas específicas, que agrupaban áreas homogéneas por su estructura parcelaria, por la génesis de sus calles y por la tipología de sus edificaciones. Concretamente, la posibilidad de nueva implantación de actividades hoteleras se restringía a las zonas ZE–1 (Drassanes, frente marítimo, Pla de Palau, calle Ample, Ciutadella, frente marítimo Barceloneta y entornos Ronda Litoral), ZE–5 (Rambla y Via Laietana, Plaza Real y Portal de l’Angel) y ZE–11 (Rondas, Áreas perimetrales norte y oeste de Ciutat Vella, Avenida del Paral•lel, Rondas de Sant Pau y de Sant Antoni, calle Pelai y Trafalgar).


          Además, la posibilidad de nuevas aperturas en estas zonas se condicionaba a los siguientes parámetros:


          

            	

              –  Debía producirse necesariamente la baja de otros establecimientos existentes, con lo cual no existía un crecimiento en número absoluto de establecimientos de este tipo.


            	

              –  Debía asumirse una tipología hotelera en la que el porcentaje destinado a habitaciones no estuviera por encima del 55% de su superficie útil total, lo que permitía una disminución del número de camas por metro cuadrado de establecimiento y por tanto una disminución de la relación de población flotante y residente, además de una disminución del impacto sobre el espacio urbano.


            	

              –  Se limitaba la dimensión del establecimiento a 200 plazas hoteleras, lo que garantizaba la necesaria viabilidad económica de la inversión en un establecimiento hotelero con el respeto a la tipología edificatoria y la estructura parcelaria.


          


          En relación a las VUT, se reconoce la existencia puntualmente de molestias a los vecinos fruto de su temporalidad limitada, y la necesidad de evitar la coexistencia de este uso en edificios plurifamiliares para evitar conflictos de convivencia vecinal. El Plan de usos, por tanto, sigue prohibiendo nuevas licencias de vivienda de uso turístico, y únicamente respecto a las que se regularizaron con posterioridad al anterior plan de usos, poco más de seiscientas, posibilita que se agrupen en edificios exclusivos, para disminuir al máximo posible los problemas de convivencia vecinal existentes.


          La entrada en vigor del Plan de usos de 2010 se produjo el 1 de noviembre de 2010. Muy poco tiempo después, se iniciaron los trabajos y reflexiones para proceder a su modificación, con una óptica más liberal en general para los establecimientos hoteleros, y más restrictiva para las VUT.


          El Tribunal Superior de Justicia de Catalunya, en las sentencias 199 de 2 de abril de 2014, 357 de 12 de junio de 2014, 431 de 16 de julio de 2014 y 620 de 5 de noviembre de 2014 (confirmadas posteriormente por el Tribunal Supremo), anuló los artículos 14.8, 20.b.2, 20.b.5 y la Sección 5.ª del Capítulo IV, todos ellos del citado Plan de usos de 2010. Dichas sentencias, en esencia, anularon la técnica del rescate de licencias.


          Fruto de los trabajos iniciados pocos meses después de la vigencia del Plan de usos anterior, el 24 de julio de 2013 se aprobó definitivamente la Modificación del Plan especial de establecimientos de concurrencia pública, hotelería y otras actividades en el distrito de Ciutat Vella, que declara perseguir el mantenimiento de la masa residencial del Distrito y la convivencia equilibrada entre los diferentes usos urbanos y, por lo tanto, una relación equilibrada entre turismo, urbanismo y respeto al medio ambiente. También se convierte en un factor importante la crisis económica que se inició mientras se gestaba el anterior plan de usos, pero que se agudizó después de su aprobación. Con esta óptica, y sin abandonar el espíritu que fundamentó el Plan de usos anterior, se pretendió mejorar y agilizar los procedimientos de transformación y modernización de los establecimientos existentes y asegurar que las nuevas implantaciones producirían efectos positivo sobre la actividad económica, el espacio público y el patrimonio construido.


          Por otra parte, la actualización del censo que se produjo en virtud del planeamiento de 2010 facilitó un nuevo análisis actualizado y mucho más minucioso de las actividades hoteleras existentes, que permitió variar la percepción de alguna de las zonas, que pasaría en algún caso a considerarse saturada en cuanto a los usos a los que nos referimos.


          La Memoria del Plan de usos de 2013 justificaba el mantenimiento del espíritu del planeamiento anterior, al no permitir el aumento del número de plazas en un Distrito donde la oferta existente era muy superior a la media de los otros distritos de Barcelona y además ponía en peligro el equilibrio entre las necesidades de la población residente y las de la población flotante. Entiende que únicamente se debe extender la regulación de la implantación o ampliación de hoteles con la condición de rescate (14)  al resto de zonas del Distrito, para posibilitar la renovación, sustitución y relocalización de establecimientos hoteleros en todas partes, dado que es un objetivo muy loable. Asimismo, diferencia una de las zonas, la ZE–11 Rondas o «costra», y liberaliza la localización de hoteles con el argumento de que este ámbito perimetral se adecua mejor a las características de su frente opuesto y que, además, las repercusiones sobre la trama urbana de Ciutat Vella de las actividades que se desarrollen son mucho más limitadas que si se desarrollaran en las calles interiores.


          Esta nueva regulación hotelera pretendía potenciar y facilitar la renovación de los establecimientos existentes y por tanto eliminó las trabas para operar en todas las zonas, aunque en las zonas interiores únicamente se podían realizar operaciones de renovación si las bajas provenían de su propia zona, estimulando de este modo la actualización de los establecimientos existentes, la adaptación a los nuevos requerimientos sectoriales y la mejor adecuación a las características de su entorno urbano inmediato.


          En síntesis, el Plan de usos de 2013 regula:


          

            	

              –  Para las Zonas ZE–1 (Drassanes, Rambla del Raval, Ciutadella, Barceloneta), ZE–5A (Via Laietana) y ZE–5B (Rambla) la implantación de nuevos hoteles requiere la baja de licencias con el mismo número de plazas proveniente de cualquier zona específica del Distrito, un número máximo de plazas hoteleras de 200, y una proporción máxima de superficie de habitaciones respecto de la superficie útil del establecimiento del 60%.


            	

              –  Para las zonas interiores ZE–2A (Sant Pere), ZE–2B (Santa Caterina), ZE–2C (La Ribera), ZE–3 (Gótico Norte), ZE–4 (Gótico Sur), ZE–6 (Raval cultural), ZE–7 (Raval oeste), ZE–8 (Raval Sur) y ZE 9 (Barceloneta), la implantación de nuevos hoteles requiere la baja de licencias con el mismo número de plazas provenientes de la propia zona específica, un número máximo de plazas hoteleras de 100, y una proporción máxima de superficie de habitaciones respecto de la superficie útil del establecimiento del 60%.


            	

              –  Para la Zona ZE–11 (Rondas): la implantación de nuevos establecimientos hoteleros se permite sin necesidad de rescate, en edificio exclusivo, con un número máximo de plazas hoteleras de 200 y una proporción máxima de superficie de habitaciones respecto de la superficie útil del establecimiento del 60%.


          


          Por otra parte, en lo que se refiere a la regulación de las VUT, el Plan de usos de 2013 mantiene el redactado del planeamiento anterior relativo a la prohibición de nuevos títulos habilitantes, así como la posibilidad de agruparse en edificios exclusivos, pero apuesta decididamente por erradicar la coexistencia con el uso de vivienda, ya que impone la extinción de las licencias de vivienda de uso turístico que en un período de seis años no se hayan agrupado en edificios enteros o en edificios con otros usos que no sean el de uso de vivienda. Esta medida resultó novedosa, ya que posibilitaba extinguir los títulos habilitantes que permitían el ejercicio de la actividad por el transcurso del plazo máximo de seis años, sin que se hubiera cumplido la condición de agrupación en edificio exclusivo o con usos compatibles. No obstante, el Tribunal Superior de Justicia de Catalunya no lo ha considerado adecuado a Derecho y ha anulado dicha previsión, tal como se explicará después.


          Finalmente, con el objetivo de recuperar y poner en valor determinados edificios catalogados con nivel B de protección e incorporados en el Plan especial de patrimonio arquitectónico, histórico y artístico del Distrito de Ciutat Vella, se posibilita que dichos edificios puedan habilitarse como hoteles sin necesidad de acreditar bajas de otros establecimientos.


          En relación con esta previsión concreta, la Subcomisión de Urbanismo del municipio de Barcelona, en sesión de 21 de enero de 2015, aprobó la Modificación del Plan General Metropolitano de protección del patrimonio arquitectónico, histórico–artístico de la ciudad de Barcelona. Se posibilitaba, de este modo, la implantación de usos hoteleros en edificios catalogados con un nivel B de protección, aunque el planeamiento de usos del distrito o cualquier otro planeamiento derivado lo hubiese prohibido, previa aprobación de un plan especial integral y cumpliendo un estricto conjunto de requisitos. Sin embargo, recientemente, en fecha 16 de mayo de 2017, ha sido aprobada una nueva Modificación del planeamiento general para eliminar esta previsión, puesto que existía el peligro que la medida prevista no sirviera para fomentar la recuperación y puesta en valor de los inmuebles, sino que se llevaran al límite los edificios con el objetivo de alcanzar un uso tan lucrativo como el hotelero, teniendo en consideración que, a raíz del PEUAT, este uso se sometió a condiciones estrictas de implantación en la ciudad de Barcelona.


          El Plan especial de establecimientos de concurrencia pública, hotelería y otras actividades de la zona específica ZE–5B «Zona Rambla» de Barcelona Distrito de Ciutat Vella, aprobado definitivamente en fecha 19 de diciembre de 2014, justifica que la zona específica Rambla, anteriormente considerada zona «receptora» (15)  en el Plan de usos de 2013, se haya convertido definitivamente una zona saturada y, en consecuencia, articula los mecanismos normativos de máxima restricción para la implantación de los usos hoteleros. Por lo tanto, para la nueva implantación de establecimientos hoteleros será necesario acreditar simultáneamente el cumplimiento de la condición de densidad zonal y el cumplimiento de la condición de densidad de plazas de uso hotelero, así como que el establecimiento no podrá destinar más del 60% de la superficie útil al conjunto de habitaciones, y que se ubicarán en edificios de uso exclusivo (excepto la planta baja), con capacidad máxima de 100 plazas.


          Actualmente está vigente una suspensión de licencias en el ámbito del Distrito de Ciutat Vella, dado que se está procediendo a modificar nuevamente el Plan de usos (16) . Este nuevo plan de usos se centra en las actividades de pública concurrencia y en las comerciales habitualmente reguladas por planes de usos, pero ya no contiene la regulación de los alojamientos turísticos ni de las VUT, materias que han sido objeto de regulación, a nivel de ciudad, por el Plan especial urbanístico para la ordenación de los establecimientos de alojamiento turístico, albergues de juventud, residencias colectivas de alojamiento temporal y viviendas de uso turístico.


          Por otra parte, la Sentencia núm. 323, de 29 de mayo de 2017, dictada por el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en el recurso ordinario 261/2013), ha declarado la nulidad radical de la Modificación el Plan de usos de Ciutat Vella de 2013. La nulidad del plan tiene efectos «ex tunc», como si nunca hubiera existido este planeamiento. De conformidad con lo que determina el artículo 72.2 de la Ley 29/1998, reguladora de la jurisdicción contencioso–administrativa, «2. La anulación de una disposición o acto producirá efectos para todas las personas afectadas. Las sentencias firmes que anulen una disposición general tendrán efectos generales desde el día en que sea publicado su fallo y preceptos anulados en el mismo periódico oficial en que lo hubiera sido la disposición anulada. También se publicarán las sentencias firmes que anulen un acto administrativo que afecte a una pluralidad indeterminada de personas».


          Por tanto, la consecuencia jurídica que un planeamiento incumpla el ordenamiento jurídico es la más grave posible: la nulidad de pleno derecho, tal y como establece el artículo 47.2 de la Ley 39/2015, de 2 de octubre, del procedimiento administrativo común. En el mismo sentido apuntaba el derogado artículo 62 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común. La consecuencia es que la disposición desaparece, pues los efectos anulatorios se despliegan de forma retroactiva, de tal manera que se debe presumir que la disposición no ha existido nunca.


          La Sentencia argumenta que la Memoria del Plan de usos de 2013 declara que mantiene una continuidad con los objetivos del anterior Plan de usos de 2010, y que prevé el mantenimiento de la masa residencial del Distrito y la convivencia equilibrada entre los distintos usos urbanos.


          Sin embargo, el Tribunal considera que estos objetivos quedan contradichos por las medidas adoptadas por el propio plan, por un lado la posibilidad de que los edificios catalogados con nivel B de protección se conviertan en hoteles, y sobre todo por la previsión de regulación de la Zona Específica 11, correspondiente a las Rondas y que coincide con el ámbito perimetral del Distrito de Ciutat Vella. La posibilidad de implantar instalaciones hoteleras en todo este perímetro, sin someterse a ninguna condición de distancia o densidad, supondría la puesta en el mercado de una ingente cantidad de nuevas plazas hoteleras, que se estima desproporcionada y, sobre todo, incompatible con la supuesta finalidad de mantener la masa residencial del Distrito y la convivencia equilibrada de los usos. En base a este motivo, la incongruencia entre la Memoria del plan y la Normativa, la Sentencia justifica la nulidad íntegra del instrumento de planeamiento.


          Adicionalmente, el Tribunal también analiza la medida relativa a la obligación de agrupación de las VUT en un edificio exclusivo o con otros usos compatibles (no con vivienda principal u ordinaria), y el hecho de que deban agruparse en un plazo máximo de seis años como fórmula para evitar la extinción de las licencias habilitantes. La Sentencia considera que el plan posibilita una medida de extinción automática de las licencias, y que no es de recibo que pueda producirse una extinción del título habilitante de la actividad sin mediar un procedimiento para valorar la eventual indemnización que se podría haber generado:


          

            

              «El citado artículo 35 c) del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, de aprobación de la Ley del Suelo, dispone que "dan lugar en todo caso a derecho de indemnización las lesiones en los bienes y derechos que resultan de los siguientes supuestos. c) La modificación o extinción de la eficacia de los títulos administrativos habilitantes de obras y actividades, determinadas por el cambio sobrevenido de la ordenación territorial o urbanística".

            


            

              No cabe duda, pues, que la extinción de los títulos habilitantes de obras y actividades por cambio del planeamiento urbanístico da lugar a la indemnización de los daños y perjuicios que deriven de esta extinción (...)».

            


          


          Por lo tanto, pese a haber declarado en primer lugar la nulidad de todo el plan, precisa que también la mencionada previsión de extinción de las actividades es nula.


          En este momento, la Sentencia aún no es firme al haber sido recurrida en casación.


          

          

            4.1.2.3. 

             Otros planes de usos

          


          La sensibilidad y preocupación que hasta la fecha se había manifestado en los sucesivos Planes de usos aprobados por el Ayuntamiento de Barcelona en el Distrito de Ciutat Vella, el devenir de nuevos fenómenos y la globalización también de la problemática del turismo en otros lugares de la ciudad provocaron, con el paso del tiempo, que también otros Distritos de la ciudad iniciaran procesos de regulación de las actividades de pública concurrencia donde han incorporado también las actividades de hotelería, albergues y residencias de estudiantes.


          Así, la Modificación del Plan Especial de establecimientos de concurrencia pública y otras actividades en el ámbito del casco antiguo de Horta, Distrito de Horta–Guinardó, aprobada definitivamente el 5 de mayo de 2015, contiene una propuesta regulatoria de estas actividades.


          El Plan especial de establecimientos de pública concurrencia y otras actividades del barrio del Poble Sec en el Distrito de Sants–Montjuïc, aprobado definitivamente en sesión celebrada el 27 de mayo de 2016, regula también los establecimientos de alojamiento turístico (hoteles, hoteles apartamento, pensiones, hostales, y apartamentos turísticos).


          El Plan especial de concurrencia pública y otras actividades en el Distrito de Gracia, aprobado definitivamente el 27 de mayo de 2016, ordena urbanísticamente los albergues de juventud y las residencias de estudiantes, que sólo se admiten en algunas zonas específicas.


          Asimismo, a nivel de toda la ciudad, se aprobó definitivamente por el Pleno municipal el Plan especial urbanístico para la regulación de las Viviendas de Uso Turístico en la ciudad de Barcelona, en sesión celebrada el 1 de abril de 2016. Este plan contenía una ordenación global para todo el municipio referida a las VUT, pero posteriormente fue derogada y sustituida por el PEUAT.


          Por otra parte, resulta interesante destacar cuáles han sido los mecanismos utilizados habitualmente por el planeamiento derivado para modular la implantación de los usos:


          

            	

              –  Restricciones de ancho de calle: criterio basado en establecer anchuras mínimas de calle para la implantación de determinadas actividades; o para limitar la implantación de determinadas actividades para aforos, superficie máxima del establecimiento, o número máximo de habitaciones.


            	

              –  Densidad, que permite limitar el número máximo de establecimientos dentro de un radio determinado (densidad radial), o establecer distancias lineales mínimas (densidad lineal).


            	

              –  Distancia a «usos protegidos», dirigido a proteger determinados usos de la proximidad de otros.


            	

              –  Porcentaje espacios comunes–espacios privativos, para controlar las implantaciones de las actividades en el territorio.


          


          

          

            4.2. 

             El Plan especial urbanístico para la ordenación de los establecimientos de alojamiento turístico, albergues de juventud, residencias colectivas de alojamiento temporal y viviendas de uso turístico (PEUAT)

          


          

          

            4.2.1. 

             Contexto del PEUAT

          


          El Plan especial urbanístico para la ordenación de los establecimientos de alojamiento turístico, albergues de juventud, residencias colectivas de alojamiento temporal y viviendas de uso turístico (PEUAT), comenzó a gestarse a partir de una suspensión potestativa de licencias que adoptó la Comisión de Gobierno en fecha 1 de julio de 2015. Esta decisión abría el plazo máximo de un año para que el Ayuntamiento de Barcelona pudiera estudiar la regulación de la implantación de los establecimientos de alojamiento turístico, albergues de juventud, residencias de estudiantes y VUT en la ciudad de Barcelona, en un contexto de desequilibrio de usos en la ciudad, en detrimento del derecho a la vivienda y el derecho a la ciudad de los residentes de Barcelona.


          

          

            4.2.1.1. 

             Barcelona, ciudad densa

          


          Barcelona es una ciudad especialmente densa, y especialmente frágil por este motivo. Hay multitud de amenazas relacionadas con estas características: la distribución del espacio público, la necesidad de conquistar espacio público, la gentrificación, la precariedad laboral, la turistificación, las migraciones, la despersonalización de la ciudad...


          No son muy numerosas las ciudades europeas de más de 1 millón de habitantes; entre ellas, destacan París, Londres, Berlín, Frankfurt, Roma, Milán, Madrid, y Barcelona.


          Excepto París, con 21.000 habitantes/km2, el resto de grandes ciudades tienen en común una densidad de población comprendida entre los 4.500 y los 6.500 habitantes/Km2. La única excepción es Barcelona, que en sus 101,3 Km2 de superficie acoge una población de derecho de 1.608.632 habitantes (datos IDESCAT de 2016), resultando una densidad de: 15.880 habitantes/Km2. A estos datos hay que añadir la población flotante diaria, que hace incrementar aún más la densidad de población en la ciudad.


          Además, el fenómeno se ha acelerado significativamente en la última década, ya que Barcelona, en el período 2005–2015, tuvo un incremento de turistas, y por tanto población flotante, de casi el 70%.


          La evolución de la población residente en Barcelona, según datos del padrón municipal 2005–2016, se refleja en el siguiente gráfico:


          

            [image: ]

          


          

            

              

              

            

            

              

                	Ciutat Vella

                	99.466

              


              

                	Eixample

                	264.152

              


              

                	Sants–Montjuïc

                	181.272

              


              

                	Les Corts

                	81.424

              


              

                	Sarrià–Sant Gervasi

                	147.981

              


              

                	Gràcia

                	120.519

              


              

                	Horta–Guinardó

                	167.402

              


              

                	Nou Barris

                	165.274

              


              

                	Sant Andreu

                	146.538

              


              

                	Sant Martí

                	234.604

              


              

                	

                  

                    Barcelona

                  

                

                	

                  

                    1.608.632

                  

                

              


            

          


          Ahora bien, la evolución de la población en los 10 distritos a lo largo del período 2007 hasta 2014 muestra una clara tendencia a perder población en determinados barrios y a ganarla en otros. El distrito que ha perdido más población a lo largo de este período ha sido el de Ciutat Vella, con una pérdida de prácticamente 11.000 habitantes. Esta pérdida se concentra especialmente en el Barrio Gótico, con 12.035 habitantes menos, y más ligeramente en la Barceloneta, con 740 habitantes. Por el contrario, el Raval tiene un balance positivo con 1.876 nuevos habitantes y el barrio de Sant Pere, Santa Caterina y la Ribera, prácticamente se mantiene. Los distritos de Horta–Guinardó, Nou Barris y Les Corts también pierden población, pero de forma menos significativa. El resto de distritos (el Eixample, Sants–Montjuïc, Sant Andreu, Gracia, Les Corts y Nou Barris), todos aumentan en mayor o menor medida las cifras de población residente. Destaca Sant Martí, con más de 10.000 habitantes nuevos.


          Además de los registros de población residente en los distritos y barrios de la ciudad de Barcelona, los cambios de domicilio intra–municipales –a dónde van y de dónde vienen los barceloneses–, es una variable que complementa la lectura de la evolución de la población total y permite comprender mejor las dinámicas urbanas.


          Cambios de domicilio intra–municipales en Barcelona por distritos, 2007–2013


          

            [image: ]

            

              Fuente: Padrón municipal

            

          


          El distrito de Ciutat Vella es el que registra una dinámica negativa más importante en relación a la pérdida de población empadronada a lo largo de estos últimos años. En menor medida, el Eixample y Gràcia también registran una pérdida de población empadronada.


          El exceso de población no es el único problema de la ciudad. Barcelona es también una ciudad saturada de determinado tipo de actividades, con un fuerte impacto en el espacio público. La diversidad urbana es un valor esencial y extraordinario en la ciudad de Barcelona. En este sentido, existen diversas morfologías de barrios, desde los históricos hasta nuevas implantaciones y transformaciones urbanísticas. Asimismo, en los barrios de la ciudad encontramos edificios que sirven a usos diferentes. Este modelo, característico de Barcelona, se basa en la convivencia de usos y actividades económicas de naturaleza muy diversa y se había producido tradicionalmente de forma libre en un espacio relativamente reducido. Sin embargo, últimamente hay algunas actividades que han roto este modelo de mixtura de usos: los establecimientos de alojamiento turístico, albergues de juventud y VUT –que han sido objeto del PEUAT, con el fin de condicionar su implantación en la ciudad, en base a su excesiva acumulación–, los problemas del espacio público, el excesivo crecimiento, el equilibrio de usos en la ciudad, etc.


          

            Establecimientos según tipologías, 2016

            

              

              

              

              

            

            

              

                	 

                	

                  Establecimientos

                

                	

                  Plazas

                

              


            

            

              

                	Establecimientos de alojamiento turístico

                	 

                	 

              


              

                	 

                	Hoteles

                	430

                	74.172

              


              

                	 

                	Hoteles Apartamento

                	30

                	2.836

              


              

                	 

                	Hostales o pensiones

                	295

                	6.745

              


              

                	 

                	Apartamentos turísticos

                	11

                	739

              


              

                	Albergues de juventud

                	123

                	131

              


              

                	Res. colectivas de alojamiento temporal

                	47

                	51

              


              

                	Viviendas de uso turístico

                	9.669

                	9.669

              


              

                	

                  TOTAL

                

                	

                  10.617

                

                	

                  159.767

                

              


            

          


          

            Fuente: Listado de establecimientos existentes y expedientes de obra concedidos o que continúan la tramitación (PEUAT, 2017)

          


          Los barrios con mayor concentración de plazas son la Dreta de l’Eixample (29.450 plazas), el Raval (11.154), el Gótico (10.364), la Antiga Esquerra de l’Eixample (9.569 plazas), la Vila de Gràcia (6.908), el Parc i la Llacuna del Poblenou (6.890 plazas), el Poblenou (6.040 plazas), el Poble Sec (5.886 plazas), Diagonal Mar i el Front Marítim del Poblenou (5.311) y Sant Antoni (5.303).


          Otro dato a considerar en este análisis es el indicador de relación población flotante y población residente, que expresa el porcentaje de población flotante en relación a la residente que hay en una ciudad, un distrito o un barrio.


          Actualmente, en la ciudad de Barcelona hay 25 barrios donde la relación entre plazas y residentes es superior a la media de la ciudad, que se sitúa en el 8,3%.


          Estos barrios se localizan, en su mayoría, por debajo de la Diagonal, exceptuando la Vila de Gràcia y la Vall d’Hebron. Destacan por encima del resto, la Dreta de l’Eixample y el Barri Gòtic, donde la relación entre población flotante y población residente casi llega al 70%.


          

            

              

              

              

              

              

            

            

              

                	

                  Barrios de la ciudad que superan la media del 8,3% en relación a la población flotante y la población residente, 2016

                

              


              

                	

                  Barrio

                

                	

                  Distrito

                

                	

                  

                    TOTAL

                  


                  

                    Establecimiento

                  


                

                	

                  

                    Población flotante

                  


                  

                    Población residente

                  


                

              


            

            

              

                	

                  2

                

                	El Barri Gòtic

                	Ciutat

                	297

                	68.9%

              


              

                	

                  7

                

                	la Dreta de l’Eixample

                	Eixample

                	1,888

                	67.5%

              


              

                	

                  66

                

                	el Parc i la Llacuna del Poblenou

                	Sant Martí

                	121

                	46.4%

              


              

                	

                  69

                

                	Diagonal Mar y el Front Marítim

                	Sant Martí

                	149

                	39.4%

              


              

                	

                  1

                

                	el Raval

                	Ciutat

                	274

                	23.6%

              


              

                	

                  8

                

                	l’Antiga Esquerra de l’Eixample

                	Eixample

                	774

                	22.9%

              


              

                	

                  67

                

                	la Vila Olímpica del Poblenou

                	Sant Martí

                	115

                	21.4%

              


              

                	

                  15

                

                	Hostafrancs

                	Sants–Montjuïc

                	193

                	21.0%

              


              

                	

                  3

                

                	la Barceloneta

                	Ciutat

                	79

                	20.1%

              


              

                	

                  68

                

                	el Poblenou

                	Sant Martí

                	412

                	17.9%

              


              

                	

                  4

                

                	Sant Pere, Santa Caterina y la

                	Ciutat

                	208

                	17.3%

              


              

                	

                  12

                

                	la Marina del Prat Vermell

                	Sants–Montjuïc

                	4

                	17.3%

              


              

                	

                  20

                

                	la Maternitat i Sant Ramon

                	Les Corts

                	55

                	14.6%

              


              

                	

                  11

                

                	el Poble Sec

                	Sants–Montjuïc

                	576

                	14.6%

              


              

                	

                  10

                

                	Sant Antoni

                	Eixample

                	614

                	13.9%

              


              

                	

                  31

                

                	la Vila de Gràcia

                	Gràcia

                	787

                	13.8%

              


              

                	

                  5

                

                	el Fort Pienc

                	Eixample

                	346

                	13.2%

              


              

                	

                  41

                

                	la Vall d’Hebron

                	Horta–Guinardó

                	3

                	12.1%

              


              

                	

                  19

                

                	les Corts

                	Les Corts

                	227

                	11.0%

              


              

                	

                  6

                

                	la Sagrada Família

                	Eixample

                	784

                	9.6%

              


              

                	

                  14

                

                	la Font de la Guatlla

                	Sants–Montjuïc

                	77

                	9.1%

              


              

                	

                  26

                

                	Sant Gervasi – Galvany

                	Sarrià

                	295

                	9.0%

              


              

                	

                  9

                

                	la Nova Esquerra de l’Eixample

                	Eixample

                	447

                	9.0%

              


              

                	

                  18

                

                	Sants

                	Sants–Montjuïc

                	269

                	8.8%

              


              

                	

                  22

                

                	Vallvidrera, el Tibidabo i les Planes

                	Sarrià

                	5

                	8.7%

              


              

                	Fuente: PEUAT 2017

              


            

          


          Gráficamente, la relación entre población flotante y población residente se visualiza así:


          

            [image: ]

            

              Fuente: PEUAT

            

          


          

          

            4.2.1.2. 

             El espacio público, un bien escaso

          


          El espacio público, así como el privado, es un bien escaso en la ciudad de Barcelona. Las posibilidades reales de crecimiento de la ciudad son limitadas, porque la propia ciudad se halla rodeada de límites físicos insuperables (caso del mar) o por otros municipios. Desde el punto de vista de los intereses públicos, es importante que los espacios públicos de la ciudad sean de calidad, entendida no sólo –que también–, en un sentido meramente material (calidad de la urbanización concreta, mobiliario urbano, etc.), sino especialmente calidad en relación a la función que debe cumplir este espacio, como espacio de interrelación de las personas que habitan la ciudad, y espacio de oportunidad para que la comunidad ejerza como tal, en un marco que potencia valores como la cohesión, la solidaridad y la pertenencia, en un entorno de seguridad y confianza.


          A menudo el espacio público sufre diversas disfunciones, como en el caso de Barcelona y otras grandes ciudades: densidad de población elevada; existencia depredadora de determinado tipo de actividad, especialmente ligadas al fenómeno turístico; sobreocupación del espacio público también ocasionado por el turismo, etc. Estas externalidades negativas pueden suponer dificultades y tensiones añadidas al ya de por sí frágil equilibrio de los espacios públicos, por lo tanto es un reto para la ciudad poder gobernar estos aspectos, para conseguir una ciudad vivible y garantizar, en definitiva, el derecho a la ciudad de los residentes.


          Identificamos como espacio público aquellos suelos que se corresponden con los sistemas urbanísticos de zonas verdes y vialidad. En las Normas Urbanísticas del Plan General Metropolitano de 1976, se identifican con las claves urbanísticas de 6 (zona verde) y 5 (vialidad), pero también hay otras variantes que también se consideran: claves 6a, 6b, 6e, 5b..., así como claves urbanísticas mixtas que podrían suponer la cesión pública de la superficie para destinarla a zona verde o espacio libre público.


          Salvo los equipamientos, que también son suelos de sistema, las zonas verdes y los viales públicos constituyen el «negativo» de las zonas edificables de la ciudad. Son espacios que tienen una funcionalidad determinada: la vialidad está al servicio de las comunicaciones y también del tráfico de las personas; las zonas verdes están al servicio del ocio y el disfrute ciudadano y son por antonomasia los lugares de encuentro y de vida en comunidad.


          La realidad actual es que la mayor parte del espacio público de la ciudad está comprometido al servicio del vehículo rodado. En Barcelona, aproximadamente el 22% de la superficie de la ciudad es vial; además, del total de vialidad, el 54% está destinado a calzada y el 46% a aceras. Por lo tanto, la funcionalidad de este espacio es muy determinada, y está destinada a dar servicio prioritario al vehículo rodado. En consecuencia, los espacios que principalmente sirven como ocio ciudadano, disfrute y lugar de encuentro y de paso, son las zonas verdes de la ciudad. La denominación de zona verde es una cuestión independiente de su urbanización, por lo tanto bajo una misma denominación se puede dar cabida a espacios con fisonomía que puede llegar a ser bastante diferente: grandes parques, parques urbanos, zonas de recreo, espacios infantiles, plazas... lo común a estos espacios no es su aspecto, que es una cuestión ligada a su urbanización material, sino su funcionalidad.


          Actualmente en la ciudad de Barcelona, el porcentaje de suelo destinado a zonas verdes y espacios libres es del 29%. Ciertamente, se cumplen con creces las previsiones que hizo el Plan general metropolitano de 1976, teniendo en consideración que éstas se hicieron sobre una población de 2,2 millones de personas y que en la realidad escasamente se superan 1,6 millones. Sin embargo, cuando se intenta analizar la superficie de verde más directamente ligada con el suelo urbano, tanto por proximidad como por posición, y se restan los suelos de la montaña de Montjuïc y el ámbito de Collserola (3% y 16% de la superficie de la ciudad), se observa que únicamente un 10% de la ciudad está destinada a zonas verdes y espacios libres formales vinculados al suelo urbano.


          

            

              

              

            

            

              

                	

                  Superficie (m²) según uso del suelo agregado 2016


              


              

                	

                  Superficie

                

                	(m²)

              


            

            

              

                	TOTAL

                	102.159.270

              


              

                	Residencial

                	25.884.594

              


              

                	Equipamientos

                	10.270.413

              


              

                	Parques urbanos

                	13.396.409

              


              

                	Industria e infraestructuras

                	13.660.337

              


              

                	Red viaria

                	22.659.800

              


              

                	Parques forestales

                	16.287.716

              


              

                	

                  Fuente: Estadística. Ayuntamiento de Barcelona

                

              


            

          


          El espacio público de la ciudad de Barcelona, aparte de ser un bien escaso, es objeto de una especial presión por el uso intensivo derivado del turismo hasta el punto de que hay zonas de la ciudad donde la elevada presencia de visitantes origina dinámicas negativas que pueden poner en peligro la calidad del espacio público.


          Tal como se ha explicado, por las características propias del entorno físico de la ciudad, limitada por mar y montaña, se concentran en un espacio relativamente reducido un conjunto de usos muy diversos, algunos de los cuales hay que proteger y potenciar para mantener la armonía y cohesión social y permitir el desarrollo y el crecimiento tanto individual como colectivo. Esta apuesta por la calidad urbana implica disponer de una ordenación urbanística que permita mantener y potenciar el modelo de convivencia ciudadana de Barcelona, caracterizado por la relevancia del espacio público como lugar de convivencia vecinal, de identidad y de presencia ciudadana, y que genera un entorno de relación que potencia los valores de cohesión, de seguridad, de solidaridad y de pertenencia.


          Por ello, la presencia acusada de visitantes en determinados espacios de la ciudad tiene unas consecuencias directas sobre el espacio público y la calidad de vida de los vecinos de la ciudad, y genera en muchas ocasiones tensiones de convivencia con la población residente derivadas de las diferentes dinámicas cotidianas entre residentes y turistas, de horarios y otros fenómenos asociados a la actividad turística.


          Ciertamente, en los entornos de los puntos de interés turístico de la ciudad la presencia de turistas se produce de forma masiva. Son espacios que reciben el impacto diario de muchos visitantes, lo que condiciona de forma clara la actividad en el espacio público y también su calidad.


          Para determinar el grado de incidencia de los puntos de interés turístico, y los visitantes que estos atraen, sobre la habitabilidad del espacio público, el PEUAT identificó aquellos puntos de interés turístico con una afluencia de visitas superiores a 100.000 visitantes. Según las estadísticas de Barcelona Turismo del año 2014, la presencia de turistas se focaliza de forma significativa en espacios culturales y de interés arquitectónico distribuidos a lo largo de la ciudad.


          En cuanto a los puntos de interés turístico con un mayor número de visitantes (2014) han sido:


          

            

              

              

              

            

            

              

                	

                  TOP 10

                

                	

                  Puntos de interés turístico

                

                	

                  Visitantes (2014)

                

              


            

            

              

                	1

                	Basílica de la Sagrada Família

                	3.260.880

              


              

                	2

                	Park Güell

                	2.598.732

              


              

                	3

                	El Born Centre Cultural

                	1.894.400

              


              

                	4

                	El Aquàrium de Barcelona

                	1.590.420

              


              

                	5

                	Museo FC Barcelona

                	1.530.484

              


              

                	6

                	Poble Espanyol de Barcelona

                	1.236.664

              


              

                	7

                	Parque Zoológico de Barcelona

                	1.057.188

              


              

                	8

                	Museo de Historia de Barcelona

                	973.034

              


              

                	9

                	La Pedrera

                	932.356

              


              

                	10

                	Casa Batlló

                	930.000

              


              

                	

                  Fuente: Barcelona Turisme (Estadísticas 2014)

                

              


            

          


          Y el resto de los puntos de interés turístico con más de 100.000 visitantes son:


          

            

              

              

              

              

              

              

            

            

              

                	11

                	Museo Picasso

                	919.814

                	24

                	Recinto Modernista de Sant Pau

                	305.323

              


              

                	12

                	Palau Robert

                	810.000

                	25

                	Palacio Güell

                	272.871

              


              

                	13

                	CaixaFòrum

                	775.068

                	26

                	Museo Egipcio

                	257.537

              


              

                	14

                	CosmoCaixa

                	739.649

                	27

                	Parque del Laberinto de Horta

                	232.587

              


              

                	15

                	Palau Nacional (MNAC)

                	718.320

                	28

                	Museu Blau

                	207.737

              


              

                	16

                	Parque Atracciones Tibidabo

                	618.741

                	29

                	Tranvía Azul

                	207.718

              


              

                	17

                	Castillo de Montjuïc

                	577.639

                	30

                	Museo de Cera

                	199.420

              


              

                	18

                	Fundación Joan Miró

                	489.928

                	31

                	Palacio de la Música Catalana

                	183.533

              


              

                	19

                	Funicular del Tibidabo

                	430.806

                	32

                	Palacio de Mar (MHC)

                	154.506

              


              

                	20

                	Casa de la Caridad (CCCB)

                	426.935

                	33

                	Centro de Arte Santa Mònica

                	139.827

              


              

                	21

                	Golondrinas

                	335.297

                	34

                	Palacio de la Virreina

                	137.959

              


              

                	22

                	MACBA

                	324.425

                	35

                	Museo del Chocolate

                	136.384

              


              

                	23

                	Reials Drassanes

                	318.823

                	36

                	Mirador de Colón

                	130.780

              


              

                	

                  Fuente: Barcelona Turismo (Estadísticas 2014)

                

              


            

          


          Estas estadísticas únicamente computan aquellos lugares de interés en los que se realiza un recuento de las entradas vendidas. Por tanto, no se consideran otros espacios de la ciudad, tales como determinadas calles, por ejemplo las Ramblas o las playas, que también concentran habitualmente un gran número de visitantes. En cuanto a las playas, el último dato de que se dispone, de 2012, estima en cerca de 4 millones las personas que visitaron las playas de Barcelona.


          De todos los supuestos, destacan tres en especial:


          

            	

              – 

              Sagrada Familia: está integrada en un tejido residencial con usos comerciales en planta baja y poco saturado por la propia presencia de alojamientos turísticos. Sin embargo, el importante número de visitantes que recibe la basílica de la Sagrada Familia durante todo el año afecta directamente a la vida cotidiana de los vecinos.


            	

              – 

              Park Güell: está integrado también en un tejido residencial, pero con unos accesos alejados de la red de transporte público. Esto provoca un gran flujo diario de visitantes en las calles cercanas al parque, así como la presencia de diferentes actividades comerciales vinculadas al turismo.


            	

              – 

              Camp Nou: no está inmerso en un entorno particularmente turístico en términos de alojamientos turísticos y no presenta una gran densidad generada por la presencia de diferentes puntos de interés turístico. Tiene un patrón de intensidad más intermitente que el resto de puntos de interés turístico de la ciudad y por las características funcionales de su entorno. El hecho de estar rodeado de equipamiento y que el acceso se produzca en transporte público, reduce el impacto en los vecinos.


          


          Ciutat Vella es un caso singular, ya que acumula 19 puntos de interés turístico con más de 100.000 visitantes, 4 de ellos en el TOP 10, además de las Ramblas. Y todo ello en un entorno compacto y de morfología característica de casco antiguo, donde existe una densidad elevadísima de alojamientos turísticos.


          Montjuïc y el conjunto de playas de Barcelona acumulan un gran número de puntos de interés turístico, pero la presencia de turistas parece afectar en menor medida la vida cotidiana de los vecinos, debido a la discontinuidad de estos espacios con los tejidos propiamente residenciales. Sin embargo, en algunos casos, la alta densidad de visitantes y sus flujos de movilidad pueden provocar conflictos de convivencia en los entornos residenciales más próximos. Este es el caso de la Barceloneta y, más recientemente, el de Poble Nou.


          El Passeig de Gràcia, caracterizado por una baja densidad de población y una gran densidad de actividad comercial y terciaria, también concentra un número elevado de puntos de interés turístico (4, todos ellos incluidos en el TOP 10 de los puntos de interés turístico).


          En definitiva, la Sagrada Familia, el Park Güell y el conjunto de puntos de interés turístico ubicados en el distrito de Ciutat Vella y el Passeig de Gràcia ejercen una enorme intensidad de presión sobre el espacio público y, por tanto, sobre la vida cotidiana de sus vecinos. Más allá de los efectos de su presencia hay que sumar los efectos colaterales provocados por la movilidad turística y una serie de actividades económicas relacionadas con la presencia de turistas, como tiendas de souvenirs, comida take away, etc.


          En conclusión, el espacio público, que es un bien escaso y muy preciado en las ciudades por ser el espacio de relación de la ciudadanía y donde se tejen los lazos comunitarios, se ve amenazado particularmente en ciudades densamente pobladas o con actividades desequilibrantes como Barcelona.


          El papel de los poderes públicos como garantes de la seguridad de estos espacios no es suficiente para asegurar su disfrute por la comunidad cuando existen estos otros tipos de factores perturbadores. Por lo tanto, se valora positivamente la intervención de la Administración para reequilibrar situaciones cuando se advierte la pérdida de calidad de los espacios públicos debido a la depredación que ejercen determinadas actividades.


          Ya se ha explicado que en los últimos años han proliferado en la ciudad instrumentos reguladores para la implantación de determinadas actividades cuando se ha considerado que se ponía en peligro bienes jurídicos protegibles, como el medio ambiente o el entorno urbano. Con estos planes de usos se intenta garantizar una ciudad equilibrada donde la mixtura de usos sea una realidad y no simplemente un deseo.


          

          

            4.2.2. 

             Principios rectores y objetivos del PEUAT

          


          El modelo de ciudad sostenible y equilibrada que el PEUAT tiene como marco de referencia es el de una ciudad con mezcla de usos equilibrada, donde la diversidad urbana, la convivencia de usos y las diferentes actividades económicas deben coexistir sin generar conflictos.


          El Ayuntamiento de Barcelona pretende garantizar a todos los vecinos y vecinas de Barcelona el derecho a la ciudad. El PEUAT, por tanto, debe contribuir a garantizar los derechos y la calidad de vida de la ciudadanía de Barcelona y a preservar el derecho de las personas a la vivienda, al descanso y a la intimidad, a la movilidad sostenible, a disfrutar de los espacios públicos, a disponer de una oferta suficiente de servicios, equipamientos y comercios cerca del propio hogar y a un medio ambiente saludable y adecuado.


          En este sentido, se considera que la concentración excesiva de turismo en determinadas zonas aumenta la presión sobre el territorio, degrada el espacio urbano y su calidad de vida y ocasiona problemas de convivencia, ya que las actividades destinadas al turismo tienen más poder para competir con el resto de usos cotidianos, porque los turistas tienen, en principio, una mayor capacidad de consumo, dada la excepcionalidad, intensidad y temporalidad de la visita. Este hecho genera disfunciones en el mercado inmobiliario, encareciendo el precio de la vivienda y de los locales comerciales. Dificultan la vida cotidiana, transformando las actividades de su entorno, provocando la desaparición del comercio local para transformarse en comercio dirigido al turismo y dificultando el acceso a la vivienda.


          En consecuencia, los principios rectores del PEUAT son:


          

            	

              –  Ciudad equilibrada.


            	

              –  Ciudad sostenible social, ambiental y económicamente, que implica: garantizar el derecho fundamental a la vivienda; derecho fundamental a un medio ambiente adecuado; y garantizar el interés general y el bien común en el ejercicio del derecho a la libertad de establecimiento y de prestación de servicios.


          


          En base a estos principios rectores, el PEUAT propone ordenar los establecimientos de alojamiento turístico y otras tipologías en la ciudad de Barcelona, con los siguientes objetivos:


          

            	

              –  Alcanzar una mixtura de usos equilibrada, entre los usos residenciales y los turísticos. La diversidad urbana es un valor esencial y extraordinario en la ciudad de Barcelona. Este modelo es mucho más que una ordenación urbanística, pero el urbanismo debe tener un papel esencial en la ordenación de los espacios públicos y los espacios privados, en la implantación de las actividades que confrontan con este espacio público, y en la decisión de equilibrar la mixtura de usos que entienda, en cada momento, que garantiza mejor la calidad urbana y, por extensión, la mejor calidad de vida.


            	

              –  Favorecer el derecho a la vivienda. El efecto más destacado de la turistificación de la ciudad es la progresiva sustitución de la vivienda permanente por alojamientos de carácter turístico, con la correspondiente gentrificación turística. Esta tendencia se agudiza en los barrios donde hay la mayor demanda turística.


            	

              –  Preservar la calidad del espacio público y minimizar la presión del turismo sobre éste. La presión de las actividades turísticas sobre el espacio público hace que pierda las características tradicionales de lugar de encuentro y convivencia que lo caracterizan tradicionalmente en nuestra sociedad.


            	

              –  Evitar distorsiones en la convivencia ciudadana derivadas de la presión del turismo. Las diferentes dinámicas horarias y de hábitos de la población residente y de la población visitante conllevan problemas que alteran la convivencia ciudadana y el descanso de los residentes.


            	

              –  Favorecer la movilidad sostenible, teniendo en consideración que la actividad ordinaria de los establecimientos de alojamiento temporal incide de forma directa sobre la vialidad y crea problemas de movilidad.


            	

              –  Atender a la diversidad morfológica de los tejidos urbanos.


            	

              –  El desarrollo económico sostenible de las actividades económicas.


          


          

          

            4.2.3. 

             Ámbito y objeto

          


          El ámbito del Plan abarca el 65% del término municipal de Barcelona, con una superficie global de 6.638 hectáreas.


          Se excluyen del ámbito del plan:


          

            	

              –  Los suelos incluidos dentro del ámbito del Parque Natural de la Sierra de Collserola, de acuerdo con el Decreto 146/2010, de 19 de octubre, de declaración del Parque Natural de la Sierra de Collserola y de las reservas naturales parciales de la Font Groga y de la Rierada–Can Balasc, así como los suelos no urbanizables y los suelos de sistemas que se sitúan en el entorno del mismo parque.


            	

              –  Los suelos calificados como zona industrial, clave 22a, situados en la parte levante de la ciutat.


            	

              –  La delimitación del Parque Equipado de Montjuïc, de acuerdo con la Modificación de Plan General Metropolitano en el ámbito de la montaña de Montjuïc, aprobada definitivamente el 26 de junio de 2014.


            	

              –  Los suelos de sistema del sector portuario AEI Zona Franca–Puerto.


            	

              –  Los suelos de sistemas viarios y ferroviarios intersticiales existentes entre las áreas anteriores.


          


          Por otra parte, las tipologías de establecimientos que regula el PEUAT son, por una parte los establecimientos de alojamiento turístico, es decir, establecimientos hoteleros (hoteles, hoteles apartamento y hostales o pensiones) y apartamentos turísticos; los albergues de juventud; por otra las residencias colectivas de alojamiento temporal; y finalmente las VUT.


          Los establecimientos de alojamiento turístico regulados por el PEUAT, de conformidad con el Decreto 159/2012, son los siguientes:


          1) Establecimientos hoteleros


          Hoteles y hoteles apartamento: son establecimientos hoteleros que prestan el servicio de alojamiento en unidades de alojamiento (habitación, apartamento o estudio). Se ordenan en siete categorías que son identificadas por estrellas (una estrella o básico; dos estrellas, tres estrellas, cuatro estrellas, cuatro estrellas superior, cinco estrellas y GL o gran lujo).


          Hostales o pensiones: son establecimientos hoteleros que prestan el servicio de alojamiento en habitaciones y que por su dimensión, estructura, características o tipología de los servicios, no alcanzan los niveles exigido a los hoteles y los hoteles apartamento.


          2) Apartamentos turísticos


          Son establecimientos que prestan servicio de alojamiento temporal en edificios o conjuntos continuos constituidos en su totalidad por apartamentos o estudios, como establecimientos únicos o como unidades empresariales de explotación, con los servicios turísticos correspondientes.


          En cuanto a los demás tipos de establecimientos regulados, son los siguientes:


          

            	

              a)  Albergues de juventudLos albergues de juventud están regulados por el Decreto 140/2003, de 10 de junio, de aprobación del Reglamento de instalaciones destinadas a actividades con niños y jóvenes. Su definición es la de toda instalación que permanente o temporalmente se destine a dar alojamiento, como lugar de paso, de estancia o de realización de una actividad, a jóvenes, en forma individual o colectiva, y también, con determinadas condiciones, a familias, adultos y grupos de niños.




            	

              b)  Residencias colectivas de alojamiento temporalLas residencias colectivas reguladas en el PEUAT contemplan tanto colegios mayores como residencias de estudiantes.




            	

              c)  Viviendas de uso turístico, a las que nos estamos refiriendo profusamente a lo largo de este estudio.


          


          

          

            4.2.4. 

             Motivación de la regulación: las conclusiones del diagnóstico

          


          La distribución territorial de las diversas tipologías de alojamientos turísticos indica claramente una concentración de la oferta en determinadas zonas de la ciudad, que marca tres grandes áreas diferenciadas.


          

            [image: ]

          


          


          Los Distritos que destacan son Ciutat Vella y el Eixample, que concentran más del 50% de la oferta global de los establecimientos existentes en un territorio que representa sólo el 11,63% de la ciudad.


          Ciutat Vella tiene el 4,29% de la superficie de la ciudad y concentra el 26,10% de la oferta de establecimientos de alojamiento turístico y albergues, con 24.582 plazas.


          Globalmente, la oferta de establecimientos en Ciutat Vella suma 28.367 plazas, con un porcentaje del 17,76% del total de oferta de la ciudad, que dan una relación de 64 plazas/ha distrito y una relación de 140 plazas/haEP.


          El Eixample es, con diferencia, el Distrito que oferta globalmente un mayor número de establecimientos existentes: cerca del 50% de la oferta de la ciudad. La oferta de alojamientos turísticos y de albergues se concentra en la parte central del distrito, especialmente en el barrio de la Dreta de l’Eixample. En cuanto a las VUT, hay 4.467, con un número de plazas estimado de 29.506, que representan el 46,20% de la oferta legal de establecimientos existente, con una distribución diseminada en todo el territorio del distrito que supera en todos los barrios las 2.140 plazas. Destaca también la Dreta de l’Eixample, con 1.655 VUT y 12.227 plazas.


          Globalmente, la oferta de establecimientos en el Eixample suma 58.557 plazas, con un porcentaje del 36,65% del total de oferta de la ciudad, que dan una relación de 78 plazas/ha distrito y una relación de 190 plazas/haEP.


          Siguen, ya a distancia, otros Distritos de la ciudad, como Sant Martí y Sants–Montjuïc.


          En cuanto a la población, se concluye que la media del indicador de la relación entre población flotante y población residente en los barrios de la ciudad es del 8,3%, y que de los 73 barrios de la ciudad, hay 25 que superan esta media. Destacan barrios como la Dreta de l’Eixample y el Gòtic, con indicadores del 67,47% y 68,85% de población flotante respecto a la población residente, respectivamente.


          El distrito que ha perdido más población a lo largo de este período ha sido el de Ciutat Vella, con una pérdida de prácticamente 20.000 habitantes, concentrada sobre todo en el Gòtic y en menor medida en la Barceloneta, y que representa una disminución de población del 16%.


          Desde el punto de vista de la incidencia en el espacio público, se concluye que la presión sobre el espacio público de la ciudad resulta de su uso intensivo conjunto derivado de la presencia de turistas, los usos de pública concurrencia y los usos comerciales.


          Ciutat Vella y los entornos de Passeig de Gràcia–Rambla de Catalunya tienen un grado de saturación del espacio público muy significativo. También La Barceloneta, los entornos de la Rambla de Poblenou, Vila de Gracia, San Antonio y parcialmente la Antiga Esquerra del Eixample, donde además hay una gran densidad de actividades principalmente de concurrencia pública. Finalmente hay áreas con altísima presión sobre el espacio público derivadas de la presencia de atractores turísticos, como los entornos de Sagrada Familia y el Park Güell.


          Por otra parte, se concluye que hay que prestar especial atención a los tejidos que se corresponden con los núcleos históricos, ya que representan unos valores urbanos que hay que proteger urbanísticamente.


          Asimismo, se diferencian tres grandes grupos de tejidos, en función de su capacidad morfológica:


          

            	

              –  Tejidos muy consolidados, con un grado de compacidad y densidad muy altas, con gran concentración de población y densificación del espacio público. Aquí no cabrían más establecimientos.


            	

              –  Tejidos distribuidos en una segunda corona respecto de la zona central de Ciutat Vella, Eixample y Vila de Gràcia.


            	

              –  Tejidos más aptos para acoger nuevos crecimientos de establecimientos, con baja densidad, esponjados y con baja densificación del espacio público.


            	

              –  Finalmente destacan, por su carácter estructurador de la ciudad, determinadas vías con una componente identitaria muy significativa y con una alta accesibilidad y, en consecuencia, con potencial como receptores de nuevas implantaciones hoteleras. Son ejes con secciones de ancho entre 30 y 50 metros, incluso de 100 metros, como la Gran Vía de les Corts Catalanes, la avenida Diagonal, la avenida de Josep Tarradellas, la avenida Meridiana, la ronda del Mig, la calle de Tarragona, la Vía Augusta o el Passeig de la Zona Franca.


            	

              –  Por otra parte, se constata en los últimos años un crecimiento continuado de la oferta de alojamientos turísticos en las diversas categorías, hasta las más de 80.000 plazas de alojamiento turístico hotelero, entre hoteles, hostales y pensiones.


          


          

            [image: ]

            Evolución del número de establecimientos y plazas de los hoteles y hostales de 1990 a 2015

          


          En los últimos diez años, los establecimientos hoteleros se han incrementado un 32%, y un 25% el número de plazas hoteleras. Y desde el año 2010 se ha pasado de 328 a 674 establecimientos en funcionamiento en el momento en que se decreta la suspensión de licencias del 1 de julio de 2015, y las plazas se han incrementado de 67.226 a 80.917. La tendencia de crecimiento anual rondaba el 4%.


          

            [image: ]

            Gráfico de evolución de plazas: existentes y en tramitación

          


          Adicionalmente, a partir de 2012 se invierte la tendencia entre techo hotelero y techo de oficinas: 11,5% del techo total, frente al 3,2% del techo de oficinas en 2012, y 14,65% del techo total, frente al 5,8% del techo de oficinas, 2014.


          


          

            [image: ]

            Gráfico evolución techo hotelero–oficinas

          


          

          

            4.2.5. 

             Criterios de regulación

          


          A partir del diagnóstico del plan y de la ponderación conjunta de la oferta en las diferentes partes de la ciudad, la relación entre población flotante y residente, el grado de saturación del espacio público y la morfología diversa de los tejidos, el PEUAT propone una regulación diferenciada para las siguientes áreas:


          

            1) Zona Específica 1 (ZE–1):

          


          Coincide con la parte central de la ciudad, donde se da una mayor concentración de establecimientos turísticos, con indicadores de población flotante en relación a la población residente más elevados, y con una elevada presión sobre el espacio público por la intensidad de las actividades comerciales, de pública concurrencia y turísticas, o bien por la existencia de focos de atracción turísticos. La superficie de la ZE–1 corresponde al 13,26% del municipio de Barcelona, concentra el 56,86% de los alojamientos de la ciudad, y el 59,71% de la totalidad de las plazas.


          En este ámbito, se propone mantener la oferta existente y no permitir hacer nuevas implantaciones en caso de producirse una baja del censo, a fin de propiciar una reducción natural del número de establecimientos (decrecimiento natural).


          En los establecimientos existentes se admiten todas las obras sujetas a licencia de obra menor o comunicado inmediato. También se admiten las obras mayores de consolidación, reforma o rehabilitación. Incluso se admiten aquellas que comporten una intervención global en los cimientos o estructura del edificio en determinados supuestos, siempre que se cumplan las condiciones generales de emplazamiento relativas a no sustituir el uso de vivienda, ocupar un edificio entero salvo la planta baja y dar frente a una calle de 8m, se reduzca en un 20% el número de plazas existentes. Esta regulación pretende compaginar a la vez la puesta al día y modernización periódica necesaria del parque de alojamientos existente para mantenerlo en condiciones óptimas mientras perdure, e incentivar al mismo tiempo la reducción de plazas, cuando la reforma a realizar sea suficientemente importante. Si se trata de un establecimiento situado en una calle de entre 6 y 8m deberá elaborarse un plan especial que garantice que se resuelve adecuadamente la accesibilidad, y el número de plazas resultante deberá ser menor a 50, dando cumplimiento a una reducción del 20% de las actuales.


          En esta zona de decrecimiento natural, se mantiene el número máximo de VUT existentes. Excepto en Ciutat Vella, en caso de disminución del número máximo de viviendas, se posibilita abrir un nuevo establecimiento en la Zona específica 3 (de crecimiento), con condiciones. En Ciutat Vella se mantiene la obligación de agruparlos en un edificio antes de septiembre de 2019, o deberán cesar en la actividad. Cabe recordar en este punto lo explicado con motivo de la Sentencia que declaró la nulidad del Plan de usos de Ciutat Vella de 2013, y su razonamiento en relación a la obligación del cese de la actividad que dicho Plan preveía. No obstante, hay que tener en consideración que el hecho de que la norma prevea la obligación de cese de la actividad, no quiere decir que no deba establecerse un procedimiento para proceder a dicho cese, procedimiento lógicamente contradictorio y que finalizaría, en su caso, con la correspondiente resolución administrativa. Por lo tanto, la previsión normativa daría lugar, en su caso, a la constatación del supuesto de hecho que iniciaría el expediente administrativo para, en tal supuesto, ordenar el cese de la actividad.


          

            2) Zona Específica 2 (ZE–2):

          


          Situada en el entorno de la ZE–1. Comprende ámbitos con presencia de establecimientos pero con menor intensidad que en la zona anterior y / o ámbitos sensibles adyacentes, con fuerte presión sobre el espacio público por la presencia de focos de atracción turística y / o concentración comercial, de bares y restaurantes, y otros establecimientos de pública concurrencia.


          En esta zona se propone mantener la oferta existente. En establecimientos hoteleros, albergues y residencias de estudiantes que funcionen con autorización de albergues, podrá implantarse un nuevo establecimiento siempre que no se supere la densidad máxima de establecimientos y la densidad máxima de plazas, y cumpliendo las condiciones de densidad radial para evitar la concentración excesiva y garantizar una distribución territorial equilibrada.


          No se pueden autorizar nuevas VUT, pero si reagruparlas en la propia zona, en edificio entero o en convivencia con otros usos que no sean de vivienda, en manzanas que cumplan la densidad máxima de VUT en esta zona de mantenimiento. También es posible, en caso de disminuir el número máximo de VUT en esta zona de acuerdo con el censo, abrir un nuevo establecimiento en la Zona específica 3 (de crecimiento), con condiciones.


          

            3) Zona Específica 3 (ZE–3):

          


          Corresponde al resto del suelo urbano del municipio que no es saturado ni sensible. La mayor parte de los barrios que agrupa esta zona se caracterizan por tener una intensidad de la oferta por debajo de la media aritmética de los barrios. A nivel global, la ZE–3 se sitúa en el 2,09% de población flotante respecto la residente, muy por debajo de la media de la ciudad.


          Estos barrios pueden admitir un crecimiento potencial, que hay que valorar en función de su morfología, así como de la oferta de plazas de alojamiento turístico existente. El plan hace una previsión para la ciudad consolidada de un crecimiento anual equivalente a un 1% respecto del número de plazas totales existentes de establecimientos de alojamiento turístico, albergues de juventud y residencias colectivas de alojamiento temporal, que conlleva un crecimiento total de 4.030 plazas por el período de vigencia del plan, de cuatro años.


          En esta zona también se establecen condiciones para la implantación de los establecimientos para evitar la concentración excesiva y garantizar una distribución territorial equilibrada.


          Respecto de las VUT, se permite la reagrupación dentro de la propia zona, así como la implantación de nuevas provenientes de la eventual disminución de densidad de las zonas ZE–1 y ZE–2, con un límite máximo de 387 establecimientos.


          

            4) Zona Específica 4 (ZE–4):

          


          Comprende los ámbitos del 22 @, la Marina de la Zona Franca y La Sagrera.


          Se establecen condiciones de regulación específica para graduar la intensidad de los usos, adecuadas a las características particulares de transformación de cada ámbito.


          En ninguno de estos ámbitos se admitirá la implantación de VUT.


          También se delimitan un conjunto de áreas de tratamiento específico, constituidas por los cascos antiguos, donde se establecen algunas limitaciones a la agregación parcelaria y de tamaño de los establecimientos, para garantizar la adecuada integración en el tejido.


          Finalmente, como ya se ha comentado, el PEUAT define unos Ejes principales, que son vías estructurantes de la ciudad a nivel de movilidad y que, dada su mejor accesibilidad, tienen mayor capacidad para compatibilizar los usos de alojamiento turístico.


          

            [image: ]

            

              Fuente: plano de ordenación del PEUAT

            

          


          

          

            4.2.6. 

             Condiciones de implantación

          


          Todos los establecimientos de alojamiento turístico, albergues de juventud y residencias colectivas de alojamiento temporal deben respetar unas condiciones generales de implantación, con independencia de la zona de que se trate:


          

            1) No sustitución de vivienda.

          


          Los establecimientos de alojamiento turístico, así como los albergues y residencias colectivas de alojamiento temporal, no podrán sustituir el uso de vivienda preexistente a 1 de julio de 2015, fecha en que se adoptó la suspensión potestativa previa.


          A efectos del PEUAT, se considera que el uso de vivienda es preexistente a fecha 1 de julio de 2015 cuando el inmueble esté dado de alta en el Catastro como vivienda en dicha fecha, salvo que se pueda acreditar que en el inmueble se estaba desarrollando de forma legal y exclusivamente una actividad o uso distinto al de vivienda en fecha 1 de julio de 2015.


          

            2) Ubicación en edificio exclusivo.

          


          El edificio deberá estar destinado íntegramente a la actividad que se pretende implantar, con la excepción de la planta baja, que se podrá destinar a otros usos admitidos que no sean el de vivienda.


          

            3) Ancho de calle.

          


          Los establecimientos de alojamiento turístico, así como los albergues de juventud y las residencias colectivas de alojamiento temporal, son usos que tienen una repercusión directa en la calle como espacio servidor de la actividad, por lo que se requiere como condición para garantizar una accesibilidad adecuada que estos usos se implanten en parcelas que afronten a viales de una anchura mínima de 8 metros. Se considera que esta sección permite que la calle pueda dar servicio al mismo tiempo y sin interferencias a las diversas funciones de los peatones, de circulación rodada, de subida y bajada de pasajeros o carga y descarga. Excepcionalmente, se admiten implantaciones de establecimientos de menos de 50 plazas en calles entre 6 y 8 metros, siempre que se tramite el correspondiente plan especial que acredite la adecuada resolución de las diferentes problemáticas de accesibilidad y movilidad.


          

            4) Ser conforme con el planeamiento urbanístico.

          


          No se admiten nuevas implantaciones en edificios en situación de disconformidad con el planeamiento urbanístico.


          Por otra parte, en aquellos establecimientos que superen 350 plazas será necesario tramitar un plan especial integral que estudie con detalle las condiciones precisas de la ordenación y su impacto en el entorno. El plan especial integral deberá resolver adecuadamente las diferentes problemáticas de accesibilidad y movilidad, la reserva dentro de la propia parcela del espacio necesario para la parada y estacionamiento de vehículos y por las operaciones de carga y descarga, así como la adopción de medidas de eficiencia energética, acústica y otras medidas de sostenibilidad ambiental.


          Las residencias colectivas de alojamiento temporal que se quieran ubicar en suelos de equipamiento y, por tanto destinadas, a complementar el uso docente deberán presentar un convenio con una institución docente, que deberá estar vigente mientras dure la actividad. Además, se pedirá un estudio justificativo de la necesidad y conveniencia de implantar la residencia y el estricto cumplimiento de las condiciones de edificación correspondientes a la calificación del entorno inmediato en que se ubique el equipamiento.


          En las diferentes zonas de la ciudad, con el fin de conseguir una distribución espacial adecuada de los nuevos establecimientos, modular la intensidad de los usos, evitar la concentración excesiva de implantaciones y la aparición de nuevas zonas de saturación, el plan establece parámetros que condicionan la implantación de los establecimientos de alojamiento turístico y los albergues de juventud en función de la existencia de otros establecimientos cercanos. Se trata de la densidad radial y de la densidad lineal.


          

            a) Densidad radial.

          


          Para garantizar una separación mínima entre los diferentes establecimientos en función de su intensidad de uso, se fija un área de densidad radial máxima, donde no podrá existir ningún otro establecimiento además del que se pretenda instalar. Se trata de una condición recíproca, en el sentido que impide que dentro del círculo definido por la distancia radial derivada de un establecimiento existente se pueda situar un nuevo establecimiento y, a su vez, los nuevos establecimientos que se quieran implantar generan una distancia radial que impide que ningún otro establecimiento existente pueda quedar situado dentro del círculo definido por su distancia radial.


          La densidad radial es diferente para cada una de las Zonas Específicas, y tiene los siguientes valores:


          

            	

              – 

              ZE 1. Los establecimientos existentes en la ZE1 generan las distancias radiales siguientes para los establecimientos situados en las zonas contiguas:










	NÚMERO DE PLAZAS
	DISTANCIA




	0
	50
	 
	 
	 
	 
	150



	 
	+50
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	+100
	150
	 
	 
	200



	 
	 
	 
	+150
	250
	 
	250



	 
	 
	 
	 
	+250
	350
	300


	* 300m+50m. por cada 100 plazas de más o fracción







            	

              – 

              ZE 2:
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              – 

              ZE 3:

              

                

                  

                  

                  

                  

                  

                  

                  

                

                

                  

                    	NÚMERO DE PLAZAS
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              – 

              ZE 4

              

                	

                  – 

                  ZE 4a La Marina

                  El número máximo de plazas es 1.480.


                  

                    

                      

                      

                    

                    

                      

                        	Plazas del establecimiento

                        	Radio

                      


                    

                    

                      

                        	Hasta 150

                        	150 m

                      


                      

                        	más de 150 y hasta 250

                        	200 m

                      


                      

                        	Más de 250 y hasta 350

                        	250 m

                      


                      

                        	Más de 350

                        	Plan Especial Integral  (17) 


                      


                    

                  


                


                	

                  – 

                  ZE 4b La Sagrera

                  La implantación de nuevos establecimientos solo se permite en los terrenos calificados para uso exclusivo hotelero, de conformidad con la Modificación del Plan general metropolitano en la Estación de la Sagrera y su entorno, aprobada definitivamente por la Subcomisión de Urbanismo del municipio de Barcelona el 19 de mayo de 2004.


                


                	

                  – 

                  ZE 4c 22@
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            b) Densidad lineal.

          


          El plan prevé condiciones de emplazamiento concretas para los establecimientos de alojamiento turístico y albergues de juventud que se implanten en aquellas parcelas situadas dentro de las zonas específicas 2 y 3 y que además dan frente a los ejes principales. Estas vías estructurantes son las siguientes: Gran Vía de les Corts Catalanes, Avenida Diagonal, Avenida de Josep Tarradellas, Avenida Meridiana, Ronda del Mig, calle de Tarragona, Vía Augusta y Passeig de la Zona Franca.


          Las vías seleccionadas se caracterizan por tener secciones de ancho de entre 30 y 50 m, incluso de 100 m en algunos tramos de las mismas. Se considera que tienen condiciones más óptimas a nivel de accesibilidad, y que pueden posibilitar una mejor convivencia entre la población residente y la movilidad generada por los propios alojamientos turísticos.


          A los establecimientos de alojamiento turístico y albergues de juventud que se implanten en parcelas que den frente a los ejes principales citados anteriormente, no les serán de aplicación los criterios radiales de la zona específica o del área de tratamiento específico correspondientes. Por el contrario, se establece una distancia lineal mínima de 150 metros entre establecimientos situados en el mismo eje viario, con independencia del número de plazas de éstos, a fin de evitar que se produzcan concentraciones, pero a la vez posibilitando el hecho de potenciar estos ejes como receptores de los alojamientos. Además, para los nuevos establecimientos que se sitúen dentro de un área de tratamiento específico y que den frente a los ejes principales, se determina una densidad máxima de 350 plazas.


          En cambio, los establecimientos de alojamiento turístico y los albergues de juventud ubicados actualmente sobre estos ejes, y los futuros establecimientos que se implanten allí sí generan distancias radiales sobre el resto de parcelas que se sitúan más allá de estos frentes, de acuerdo con los radios establecidos para la zona específica o área de tratamiento específico en la que se ubiquen.


          En síntesis, la distancia lineal se define como la separación mínima entre dos establecimientos situados en un mismo eje principal y que tengan el acceso principal a las instalaciones sobre tal vía principal. Los establecimientos que se sitúan en estos ejes principales generan distancias radiales en el entorno inmediato externo al eje principal.


          El plan prevé condiciones de emplazamiento adicionales para los establecimientos de alojamiento turístico y albergues que son aplicables en las áreas de tratamiento específico, dado que se trata de tejidos sensibles, cuyas características morfológicas hay que preservar.


          a) Parcelación y frentes de fachada: se limita las nuevas implantaciones en fincas que no hayan resultado de agregaciones parcelarias y establece un frente de fachada máximo de 18 metros.


          b) Número máximo de plazas por establecimiento: se determina un tamaño máximo de 100 plazas por establecimiento.


          c) Densidad radial: sustituye a la condición de densidad radial fijada para las zonas específicas.


          

            

              

              

            

            

              

                	

                  NÚMERO DE PLAZAS

                

                	

                  DISTANCIA

                

              


            

            

              

                	0–50

                	100m

              


              

                	50–100

                	125m

              


            

          


          d) Proporción espacios comunes y habitaciones: el espacio destinado a las habitaciones no podrá superar el 60% de la superficie útil del establecimiento.


          En relación a las condiciones de implantación de las VUT, el Distrito de Ciutat Vella tiene una regulación propia que incorpora el régimen de ordenación derivado del Plan de usos de 2013, al que hacíamos referencia anteriormente. El resto de la Zona Específica 1 no admite nuevos establecimientos de vivienda de uso turístico ni su reagrupación dentro de la zona. En caso de que se produzca una baja en el censo (excluida Ciutat Vella), podrá haber un alta en la Zona Específica 3 en manzanas con una densidad máxima de VUT en relación a las viviendas existentes del 1,48%. Será necesario que se reagrupen en un edificio entero o compartido con otros usos de no vivienda y en ningún caso se podrá sustituir viviendas que lo fueran efectivamente a fecha 1 de julio de 2015.


          En la Zona Específica 2, cuando haya una baja del censo podrá haber una nueva alta en la propia ZE–2 o bien en la ZE–3, justificando la densidad máxima de VUT en relación a las viviendas existentes del 1,48% en la manzana, o bien hasta colmatar un edificio donde ya existieran VUT con un máximo de 10 unidades. Deberán ubicarse en edificio exclusivo de VUT o usos compatibles que no sean de vivienda. En todo caso está totalmente prohibido que el uso turístico se implante en sustitución de un uso de vivienda existente en fecha 1 de julio de 2015.


          En la Zona Específica 3 se permite resituar VUT dentro de la propia Zona específica o bien que provengan de la ZE–1 o la ZE–2. En este caso, el plan limita a 387 el número máximo de nuevas actividades en la ZE–3 provenientes de bajas producidas en otras zonas.


          En los edificios donde se prevea la implantación de nuevas VUT, el 100% de la propiedad de las entidades que integran la comunidad de propietarios, o de la totalidad del edificio en su caso, deberá solicitar y obtener la correspondiente autorización de modificación de uso o actividad para destinar la totalidad de las entidades a la actividad de vivienda de uso turístico y otras actividades compatibles. Esta autorización excluye la utilización de cualquier entidad como vivienda principal o secundaria.


          El PEUAT regula el Censo como un instrumento de conocimiento orientado a la gestión de los alojamientos turísticos, albergues de juventud, residencias colectivas de alojamiento temporal y VUT. El PEUAT aprobado definitivamente incorporaba un censo cerrado en una fecha determinada, pero lo cierto es que se trata de un instrumento dinámico por definición, y público, que permitirá, a través del control y gestión de las altas, bajas y modificaciones de los establecimientos, la aplicación de las determinaciones del PEUAT. Se mantiene permanentemente actualizado, en tiempo real, con las altas, bajas y modificaciones que se van produciendo.


          Por último, el PEUAT prevé la aprobación de un Manual Operativo que ha de incorporar la documentación y procedimientos necesarios para facilitar la aplicabilidad de las determinaciones del planeamiento y contribuir a la interpretación y mejor entendimiento del propio PEUAT, en base a las potestades que la Carta municipal otorga al municipio de Barcelona para aprobar instrumentos interpretativos de esta naturaleza.


          Este Manual Operativo del PEUAT fue aprobado por la Comisión de Gobierno, en base a la potestad reglamentaria que le reconoce el régimen especial de Barcelona, en fecha 20 de julio de 2017.


          El Manual consta de dos grandes partes:


          

            	

              –  Una primera que, básicamente, resume el articulado y que corresponde a los bloques I, II y III.


            	

              –  Una segunda parte, correspondientes a los bloques del IV al VI y los Anexos, que explica, concreta y aclara algunos conceptos y también orienta en el procedimiento para poder implantar una nueva actividad de las reguladas en el PEUAT. El Manual Operativo adjunta guías de tramitación, protocolos de tramitación con los enlaces correspondientes, explicaciones de cómo se mantiene y se gestiona el censo y tablas de aplicación para facilitar la comprensión de la normativa.


          


          Las aclaraciones más importantes que incorpora el Manual Operativo son los siguientes:


          

            	

              –  El Informe previo de PEUAT reserva plazas, ya sea para nuevas implantaciones como para ampliaciones de plazas de establecimientos existentes debidamente autorizados. Consecuentemente, no procede solicitarlo para obras con ampliación de superficie pero sin ampliación de plazas, ni para obras sin ampliación de plazas ni de superficie.


            	

              –  Concreta que las residencias de estudiantes en la que todos los usuarios sean de la comunidad docente y el objetivo de la estancia esté relacionado con la actividad docente, no necesitan reserva de plazas ni están sometidas a las condiciones zonales, pero sí han de dar cumplimiento a las condiciones generales de emplazamiento.


            	

              –  Concreta asimismo que los establecimientos existentes debidamente autorizados que quieran ampliar superficie, aunque no quieran ampliar el número de plazas, también deberán dar cumplimiento a las condiciones generales de emplazamiento (artículo 9).


            	

              –  En los casos en que deba cumplirse la condición zonal de densidad radial, aclara cómo se determina el punto medio de la fachada, teniendo en cuenta si se trata de edificación en alineación de vial o edificación aislada, y si se trata de un establecimiento existente o bien uno de nueva implantación.


            	

              –  Aclara las obras que se pueden hacer en los establecimientos existentes debidamente autorizados, en función de la zona específica donde se ubique y del tipo de obra.


          


          

          

            4.3. 

             Las grandes cuestiones sobre la regulación de la implantación de los usos turísticos

          


          

          

            4.3.1. 

             La adecuación de la figura urbanística

          


          En Barcelona, el Plan general metropolitano (PGM) de 1976 no contempla como tal el uso turístico, con esta denominación. No obstante, el uso residencial sí que comprende las diferentes tipologías de alojamiento turísticos dentro de la denominación de alojamiento temporal para transeúntes.


          

            

              «Artículo 277. Uso residencial

            


            

              1. Es el uso que corresponde a aquellos edificios que se destinan a alojamientos comunitarios, como son residencias, asilos, hogares de ancianos, de matrimonio o de juventud, y al alojamiento temporal para transeúntes, como pueden ser hoteles, apartahoteles, moteles y, en general, los del ramo de la hostelería».

            


          


          En el caso de Barcelona, por tanto, la regulación de condiciones de implantación de los establecimientos de alojamiento turístico tiene cabida dentro el uso residencial. Sin embargo, en relación a las VUT, hay que tener en cuenta que la primera condición que deben cumplir es la de ser vivienda, y la vivienda es claramente un uso diferente del residencial en el PGM. Es a través de la regulación sectorial o, en su caso, de los planes de usos, que se dota a estos establecimientos de características claramente más cercanas a los alojamientos que tienen cabida en el uso residencial.


          En Madrid también se planteó la cuestión del encaje de la modalidad de las VUT en la normativa urbanística, tras una consulta planteada en febrero de 2015 por la Asociación Empresarial Hotelera de Madrid y la Asociación Empresarial de Hostales y Pensiones de la Comunidad de Madrid. El Ayuntamiento informó entonces que la modalidad de alojamiento turístico en VUT debía encuadrarse en el Plan General de ordenación de Madrid de 1997 dentro del uso de terciario–hospedaje, ya que el uso residencial para el alojamiento permanente de las personas en la clase de vivienda se reserva al alojamiento que configure un núcleo con los comportamientos habituales de las familias, tengan o no relación de parentesco. Asimismo, el otro uso residencial previsto, el denominado de residencia comunitaria, será el que se destine al alojamiento estable de colectivos que no constituyan núcleos familiares, pero a los que les unan vínculos de carácter religioso, social o semejante.


          Por lo tanto, el encaje de las diferentes tipologías de establecimientos turísticos (en sentido amplio) con el régimen de usos del planeamiento general, es una cuestión que depende fundamentalmente de cómo esté configurado cada plan general.


          Así, en Barcelona (y todo el ámbito geográfico donde se aplica el Plan general metropolitano):


          

            	

              –  El uso residencial no comprende el uso de una vivienda como residencia, habitual o no.


            	

              –  El uso de vivienda es diferente del uso residencial, pero su definición no es todo lo precisa que fuera deseable, de manera que comprende el alojamiento habitual, pero también una parte del alojamiento no habitual.


            	

              –  Los establecimientos turísticos tienen cabida dentro del uso residencial.


            	

              –  No existe el uso turístico ni tampoco el uso terciario, ni el terciario–hospedaje.


          


          El marco general de configuración de los usos, residenciales y de vivienda, no ha sido aún explorado en Barcelona. Esta no ha sido la vía utilizada en el planeamiento para incidir sobre la implantación de los usos en el territorio. Por el contrario, sin cuestionar ni modificar el marco general del régimen de usos del suelo, se han explorado las posibilidades de condicionar la implantación de las actividades que en cada momento se ha considerado a través del planeamiento derivado.


          Los planes especiales urbanísticos, a diferencia del resto de instrumentos de planeamiento, ordenan el suelo desde una perspectiva concreta para alcanzar los objetivos de interés general que motivan su formulación. Reiteradamente ha declarado la jurisprudencia que la relación entre el plan especial y el planeamiento general no se explica, sin más, por el principio de jerarquía, sino que responde al principio de especialidad, con el límite preciso que establece la normativa urbanística de que el plan especial no sustituya al plan general en las funciones que le son inherentes: la clasificación de suelo y la fijación de la estructura general del territorio.


          El artículo 67.3 del Decreto legislativo 1/2010, de 3 de agosto, de regulación del Texto refundido de la Ley de Urbanismo de Catalunya, regula los planes especiales de desarrollo no previstos expresamente en el planeamiento general, determinando que pueden alterar las determinaciones del planeamiento urbanístico general y establecer las limitaciones de uso que sean necesarias para alcanzar la finalidad que los justifica. Su alcance queda delimitado por la imposibilidad de sustituir al Plan de ordenación urbanística municipal en su función de ordenación integral del territorio, por lo que, según se ha indicado, no pueden alterar la clasificación del suelo ni pueden modificar los elementos fundamentales de la estructura general definidos en este planeamiento.


          Por su parte, el artículo 92.2 del Decreto 305/2006, de 18 de julio, que aprobó el Reglamento de la Ley de urbanismo, también regula los planes especiales no previstos en el planeamiento general. Concretamente, determina que se consideran compatibles con el planeamiento urbanístico general y no requieren su modificación previa «los planes especiales urbanísticos que establezcan determinaciones de protección del patrimonio cultural, del paisaje y los valores ambientales concurrentes, o que establezcan las limitaciones de uso necesarias para ordenar la incidencia y los efectos urbanísticos, ambientales y sobre el patrimonio urbano que las actividades producen sobre el territorio, siempre y cuando no alteren los usos principales establecidos por el planeamiento general». También el artículo 93.2 del Reglamento determina que, en función de los valores que se pretendan proteger, los planes especiales pueden regular los usos admisibles o incompatibles u otras determinaciones de obligado cumplimiento.


          Por otro lado, algunos años antes, la Ley 22/1998, de 30 de diciembre, de la Carta municipal de Barcelona, determinó que la tipología de planes especiales es la que establece la normativa vigente, y que además se admiten, entre otros, los planes de usos (artículo 67), que tienen por objeto ordenar la incidencia y efectos urbanísticos, medioambientales y sobre el patrimonio urbano que las actividades producen en el territorio, mediante la regulación de su intensidad y las condiciones físicas de su desarrollo, en función de las distancias lineales o radiales, el tipo de vía urbana a la cual hace frente, y otras circunstancias análogas. Por lo tanto, indudablemente la legislación prevé explícitamente la funcionalidad de los planes de usos como los instrumentos idóneos para limitar y modular la intensidad de las actividades que se pueden implantar en el territorio, así como los parámetros que pueden condicionar su desarrollo.


          En el caso concreto del PEUAT, se trata de un instrumento que establece las previsiones necesarias para dar respuesta, desde la ordenación del suelo y con el alcance propio de una figura como el plan especial urbanístico o plan de usos, ante los efectos que el desarrollo de la actividad específica de alojamiento temporal produce sobre el entorno urbano, y que se analizan extensamente en la diagnosis que contiene la Memoria del documento de plan. Las técnicas utilizadas por el PEUAT para regular la implantación de las actividades en el territorio son las genéricamente admitidas en la Carta municipal (distancias, tipos de vía urbana y otras circunstancias análogas) teniendo en consideración que diversas sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya, con motivo del Plan de usos de 2010 pero también del Plan de usos de 2013, han reconocido explícitamente la potestad de los planes especiales de usos en la utilización de determinadas condiciones urbanísticas para intervenir en las condiciones de implantación en el territorio de las actividades de pública concurrencia, hotelería y otras.


          En el marco normativo expuesto, se formula el PEUAT para alcanzar objetivos de indudable interés general especificados en su memoria, como responder a una mixtura de usos que se ha visto distorsionada o favorecer el derecho a la vivienda persiguiendo, en definitiva, la garantía del principio de sostenibilidad consagrado en la normativa comunitaria, estatal y autonómica.


          En relación al alcance del PEUAT, hay que indicar que en ninguna parte la legislación urbanística se limita el ámbito de este tipo de planes especiales a un espacio territorial concreto, a diferencia de otros tipos de planes especiales, como por ejemplo los planes de mejora urbana que limitan su alcance al ámbito de un sector o los planes Especiales de Reforma Interior que contemplaba la Ley del Suelo de 1976. Y esto es perfectamente coherente con la naturaleza de estos tipos de planes, dado que su objeto es ordenar el suelo desde una vertiente material concreta, que no tiene por qué estar limitada a un ámbito territorial concreto.


          El PEUAT contiene determinaciones para regular el impacto que producen sobre el entorno urbano las actividades de alojamiento temporal, estableciendo zonas y áreas específicas en función de diferentes criterios. No tiene sentido sostener que se puede regular el impacto de estas actividades a través de sucesivos o simultáneos planes especiales para ámbitos territoriales concretos que, en su conjunto, pueden abarcar la totalidad de la ciudad, y no se pueda, en cambio, regularlo de forma única todo el ámbito territorial. No existe limitación de este tipo en la normativa vigente, y el diagnóstico efectuado ha llevado precisamente a diferenciar varias zonas la contigüidad de las cuales no puede ser obviada cuando se regula la implantación de establecimientos. Así, el plan reconoce las diversas singularidades del ámbito de regulación, la diferente incidencia de las actividades reguladas, su intensidad, la saturación del espacio público, etc., y en función de ello propone una normativa donde las determinaciones urbanísticas se adaptan a estas diversas realidades, de manera que se identifican diferentes zonas en la ciudad y áreas de tratamiento específico con condiciones diferenciadas de aplicación del articulado. Adicionalmente, cabe añadir que la regulación aprobada no comprende íntegramente el municipio de Barcelona, sino aproximadamente un 65% de su superficie.


          Por otra parte, el PEUAT no se excede del contenido que le es propio, ni incide en absoluto sobre los límites que establece la normativa urbanística para este tipo de planes, esto es, que no clasifiquen suelo ni afecten a la estructura general del territorio fijada por el planeamiento general. El artículo 65 del Reglamento de la Ley de urbanismo concreta qué debe entenderse por modelo de implantación urbana y estructura general de la ordenación del territorio, estableciendo unas determinaciones nucleares del planeamiento general que en absoluto resultan afectadas por el PEUAT.


          De la misma forma, de acuerdo con el marco jurídico vigente, el PEUAT puede establecer limitaciones a la implantación de actividades y puede llegar incluso a determinar la imposibilidad de establecer nuevos establecimientos en zonas saturadas. En efecto, el PEUAT realiza un diagnóstico de la evolución del uso de alojamiento temporal teniendo en cuenta varios indicadores que permiten identificar la sensibilidad de las diferentes zonas. Esto da lugar a determinar la contención territorial según el grado de concentración o saturación, lo que conlleva modular la implantación de este tipo de establecimientos. Por tanto, el PEUAT, desde esta concreta perspectiva, tiene la naturaleza propia de los planes de usos que se vienen formulando desde la aprobación del primer plan de usos para el Distrito de Ciutat Vella en 1992.


          Tal como se ha apuntado, el Tribunal Superior de Justicia de Catalunya ratificó que un plan especial de usos puede determinar zonas saturadas para las que se fije una densidad que incluso puede conllevar la imposibilidad de implantar nuevos establecimientos, como fue el caso del Plan especial de establecimientos de concurrencia pública, hotelería y otras actividades de Ciutat Vella de 2010. La adecuación a derecho de dicho plan, en cuanto a estas determinaciones, ha sido declarada por sus sentencias 199/2014, de 2 de abril, 431/2014, de 16 de julio, y 620/2014, de 5 de noviembre. También se ha pronunciado en el mismo sentido este mismo Tribunal con motivo del enjuiciamiento del Plan de usos de 2013, concretamente en la Sentencia 391/2017, de 19 de junio.


          Asimismo, la jurisprudencia ha ratificado la posibilidad de que un plan especial que tenga por objeto regular determinados usos de suelo pueda prever el cese en un concreto plazo de actividades que no limitaba el planeamiento general. Este es el caso de la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de 19 de diciembre de 2014, relativa al Plan especial de regulación de usos recreativos y de restauración en el barrio de Gracia de Sabadell, confirmada por Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 19 de octubre de 2016, que se comentará más adelante.


          En este sentido, también las Normas urbanísticas del Plan General Metropolitano, en su artículo 274 («Usos prohibidos»), habilitan al planeamiento derivado y, concretamente a los planes especiales, no sólo a condicionar la admisión de usos sino incluso a prohibir su implantación.


          Hay que constatar que para la mayoría de calificaciones urbanísticas que afectan a las zonas y áreas objeto de regulación el Plan general metropolitano no discrimina entre los diferentes usos admisibles, estableciendo un coeficiente de edificabilidad global, de tal forma que son los instrumentos de planeamiento derivado los que naturalmente establecen las modulaciones necesarias para corregir los desequilibrios que, en un determinado momento, se puedan producir en la implantación de usos.


          La regulación es, consecuentemente, inherente a la flexibilidad temporal propia de un plan especial, y no estructural del planeamiento general. Ni se incide en el modelo de desarrollo fijado por el Plan general metropolitano ni en la estructura general del territorio. Son los planes especiales los instrumentos que pueden dar respuesta en el suelo urbano a los desequilibrios producidos cuando se aprecia que la mixtura de usos se ha distorsionado en detrimento de unos valores y objetivos que se pretende garantizar.


          

          

            4.3.2. 

             El urbanismo y el derecho de la competencia

          


          Uno de los principales caballos de batalla utilizado en los escritos de oposición al PEUAT ha sido la supuesta vulneración que suponía del derecho de la competencia y el libre establecimiento. Tanto la Autoridad Catalana de la Competencia como la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia han esgrimido razones que trataban de cuestionar la legitimación del PEUAT en este sentido. El Ayuntamiento, por su parte, ha aportado motivaciones poderosas en la defensa de sus intereses y de la legalidad aprobada. Y aunque ciertamente diversos actores privados están discutiendo en sede contenciosa estos aspectos, lo cierto es que ni la Autoridad Catalana de la Competencia ha recurrido el PEUAT, ni la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia ha interpuesto el recurso contencioso especial que habilita la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de Garantía de la Unidad de Mercado, pese a haber efectuado un requerimiento previo al Ayuntamiento para modificar la normativa.


          Por otra parte, la cuestión relativa a la adecuación a la normativa sobre libre competencia y unidad de mercado se ha planteado no sólo en relación al planeamiento urbanístico, sino a regulaciones normativas como leyes o decretos. Haremos aquí un breve comentario de los casos de Madrid y Canarias, sin perjuicio de la regulación que analizaremos posteriormente con más profundidad.


          

          

            4.3.2.1. 

             Las autoridades sobre derecho de la competencia y el PEUAT

          


          Tanto la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia como la Autoridad Catalana de la Competencia (ACCO) se han mostrado muy activos en la defensa de los principios de libre competencia y de la unidad de mercado, recurriendo instrumentos de regulación y participando activamente ante los Ayuntamientos y las Comunidades Autónomas impulsoras de dichas regulaciones normativas. Además, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia publicó en marzo de 2016 el documento «Conclusiones preliminares sobre los nuevos modelos de prestación de servicios y la economía colaborativa», donde, entre otras cuestiones, distinguía las externalidades positivas de las negativas en relación a estas actividades. Ya en 2014 la CNMC había publicado las «Recomendaciones sobre la regulación detallada de los usos del suelo desde la óptica de la competencia». La Autoridad Catalana de la Competencia (ACCO), por su parte, publicó en diciembre de 2016 el documento «Una regulación dinámica en el ámbito del alojamiento turístico», en el cual analiza cuáles podrían ser los instrumentos más adecuados para limitar las externalidades que derivan de esta actividad.


          La Autoridad Catalana de la Competencia presentó un escrito al Ayuntamiento de Barcelona poco tiempo después de decretarse la suspensión potestativa de licencias acordada el 1 de julio de 2015. Posteriormente, durante el período de exposición del documento aprobado inicialmente, presentó un nuevo escrito prácticamente con idéntico contenido.


          En dicho escrito, la ACCO consideraba que la regulación del PEUAT suponía erigir barreras a la entrada de potenciales nuevos operadores en el mercado y que los operadores implantados verían reforzada su posición en el mercado con la consiguiente debilitación o deterioro de las condiciones de competencia en el mercado, además de los efectos negativos en el bienestar de los consumidores y usuarios, en términos de variedad y calidad de la oferta, de innovación y de política de precios. Asimismo, consideraba la ACCO que difícilmente la regulación propuesta podría superar el análisis de necesidad, proporcionalidad y mínima distorsión posible, ya que en algunos casos provocaba un cierre absoluto o casi absoluto del mercado. Por último, advertía de los riesgos de legalidad si la naturaleza de la regulación del PEUAT se considerara de carácter económico o comercial, ya que se convertiría en una regulación contraria a la Directiva 2006/123/CE (Directiva de Servicios).


          La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, por su parte, en el requerimiento previo al recurso contencioso del artículo 27 de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de Garantía de la Unidad de Mercado, cuestionaba los artículos 12 a 20 del PEUAT con los argumentos siguientes:


          

            	

              –  El PEUAT contiene restricciones a la implantación de nuevos establecimientos turísticos, tanto en las zonas de decrecimiento natural y en las zonas de mantenimiento, como en las zonas de crecimiento contenido y en las de desarrollo.


            	

              –  La prohibición de una actividad económica o el establecimiento de limitaciones a su ejercicio, infringe la libre iniciativa económica, de modo que las medidas de intervención que lo acuerden han de estar justificadas en motivos de necesidad y proporcionalidad. Por ello las autoridades han de motivar la necesidad de los límites para acceder o desarrollar una actividad y basarse en la salvaguarda de alguna razón imperiosa de interés general, además de ser proporcionadas.


            	

              –  El PEUAT motiva las restricciones por razón de la protección del medio ambiente y el entorno urbano, pero enmascara en realidad criterios de planificación económica, cosa que no es posible según el Tribunal de Justicia de la Unión Europea y el Tribunal Supremo.


            	

              –  El PEUAT no contiene un análisis de proporcionalidad, en el sentido de valorar alternativas menos lesivas a los derechos y libertades económicas de los operadores de alojamientos turísticos para conseguir los resultados pretendidos.


            	

              –  Citan el escrito de la Autoridad Catalana de la Competencia, donde defiende que la regulación del PEUAT erige una serie de barreras de entrada para potenciales nuevos operadores en el mercado, refuerza la posición de los operadores implantados, y en definitiva produce un deterioro de las condiciones de competencia en el mercado.


            	

              –  Las condiciones para el desarrollo de una competencia efectiva implican permitir la entrada de nuevos operadores, sin que las administraciones públicas creen obstáculos injustificados para su mantenimiento, ya que constituiría una medida de favor para los operadores ya establecidos, que se verían injustificadamente protegidos frente a la presión competitiva de nuevos entrantes.


          


          El Ayuntamiento de Barcelona dio cumplida respuesta mediante informe en el que defendió la naturaleza urbanística de los condicionantes para la implantación de las actividades reguladas en el PEUAT, puesto que atienden a criterios estrictamente urbanísticos, como la protección del medio ambiente y el entorno urbano, la preocupación del urbanismo por propiciar una ciudad por y para los ciudadanos y el equilibrio de usos, que constituye la esencia de una ciudad como Barcelona. Y urbanísticas son también las herramientas que utiliza, como la densidad radial, la densidad lineal o la anchura de las calles, que constituyen instrumentos habituales en la regulación de los planes de usos en la ciudad. Por otra parte, nada regula el plan sobre las condiciones de desarrollo de las actividades, que deberán atender lógicamente a la normativa sectorial correspondiente, por un lado, y a la normativa general de autorización, en su caso, de estas actividades.


          En las regulaciones sobre implantación de usos turísticos es importante valorar cuál es la capacidad de carga del territorio. En la medida que se elaboren normas que impongan condiciones o limitaciones a los establecimientos turísticos y a las actividades de alquiler de vivienda turística, la justificación de la necesidad y la proporcionalidad de las medidas adoptadas dependerá, en buena medida, de la motivación del porqué es necesario establecer estas limitaciones.


          En este sentido, la capacidad de carga del territorio viene a ser la aptitud de un territorio para soportar un nivel de intensidad de usos sin que se produzca un proceso de deterioro ambiental, social o cultural. Se trata, en definitiva, del límite máximo que el territorio puede admitir de una determinada actividad, sin que se vea desequilibrado. Sin embargo es fácil comprender que este hecho, así descrito, es muy difícil de verificar en la práctica, y que ninguna fórmula matemática permitirá calcular el número mágico que justifique la restricción de la implantación de las actividades.


          En el caso de Barcelona, por ejemplo, la capacidad de carga de las actividades de uso turístico, como tal, tampoco ha sido tratada. Sin embargo, de manera indirecta, a través del análisis de diversos factores, se ha llegado a una conclusión, que es la de saturación del territorio a partir de un determinado nivel que relaciona la población residente y la población flotante de los diferentes barrios de la ciudad. Este dato, aunque fundamental, no es único, ya que se analizan otros factores como es la presión sobre el espacio público, la morfología del territorio, la anchura de las calles, la preexistencia del uso de vivienda, etc., que en su conjunto justifican la adopción de las medidas regulatorias.


          Por tanto, el Ayuntamiento de Barcelona reiteró en el escrito de respuesta al requerimiento de la CNMC los motivos de necesidad que justifican la regulación aprobada y repasa el contenido de la Memoria y los datos que avalan la existencia de un problema en relación a la implantación de los establecimientos regulados. Se explica, por tanto, que el documento efectúa cuatro niveles de análisis: la distribución en el territorio de las diversas tipologías de alojamiento turístico; la relación entre población flotante y población residente en los barrios de la ciudad; la presión sobre el espacio público de la ciudad; y finalmente, la morfología de los diferentes territorios de la ciudad. Como resultado de dicho análisis, se destacan las cifras que relacionan la población residente y la población flotante en los diferentes barrios y Distritos de la ciudad y que evidencian el desequilibrio en muchos ámbitos; el incremento acelerado de la implantación de las diversas tipologías de establecimientos en la ciudad en los últimos años y la concentración excesiva de la oferta en determinadas zonas de la ciudad, en un contexto de caída generalizada del uso de vivienda en la ciudad (18)  y que por tanto amenaza la mixtura de usos que configura la esencia de la ciudad de Barcelona; la problemática en relación al uso del espacio público y la sobreocupación en muchos ámbitos de la ciudad, cosa que provoca una presión muy elevada con repercusiones evidentes sobre su habitabilidad; y la diversidad morfológica de los diferentes territorios de la ciudad, con especial mención de los núcleos históricos. Todos estos aspectos han sido ampliamente explicados en apartados precedentes cuando se ha analizado en profundidad la motivación del PEUAT. Se justifica, por tanto, la necesidad de poner freno y revertir la tendencia de los últimos años y establecer medidas de contención y crecimiento sostenido que permitan observar las tendencias de desarrollo de las previsiones del plan, con garantía absoluta para la población residente y la mixtura de usos.


          En cuanto a las VUT, el PEUAT argumenta que los impactos de las VUT sobre las viviendas permanentes y la vida cotidiana son directos y han propiciado fenómenos de gentrificación que es necesario contrarrestar para garantizar el equilibrio de usos y una ciudad para los residentes. La repercusión en la reducción de la oferta de alquiler convencional es evidente, así como también el incremento de precios, no sólo de alquiler, sino también en la compra de viviendas. Los problemas de gentrificación que se derivan también son indudables, ya que el fenómeno derivaría, si no se pusiera freno y vista la tendencia, en una pérdida de población residente, afectación del modelo comercial, y una situación de difícil recuperación de la población y de la mixtura de usos. El crecimiento desbocado de esta tipología en los tiempos inmediatamente anteriores a los procesos de regulación que inició el Ayuntamiento con el Plan especial urbanístico de regulación de las VUT ha sido evidente: del 2012 al 2014, el crecimiento se cifra en el 51% y en algunos barrios de la ciudad, el crecimiento superó el 75%.


          Para garantizar el buen uso de la vivienda, y por lo tanto mantener el uso residencial y de los residentes, el Plan por el Derecho a la Vivienda, aprobado definitivamente en el Pleno municipal de 27 de enero de 2017, valoró que la actuación municipal debía encaminarse al mantenimiento del uso residencial ante otros usos que pudieran ofrecer una rentabilidad económica superior. Estas consideraciones se concretan en dos actuaciones precisas: modificar la normativa de planeamiento para evitar la sustitución del uso residencial (esto sería propiamente objeto del PEUAT) e incorporar propuestas de los planes relativos al uso turístico (materia competencia del Plan Estratégico de Turismo).


          A partir del análisis efectuado de las diferentes casuísticas existentes, y de la diagnosis profunda realizada, el PEUAT pretende una mejora en la distribución territorial de los establecimientos que responda a los criterios siguientes.


          

            	

              –  Frenar la situación de saturación de establecimientos existentes en el centro de la ciudad y en la totalidad del ámbito del plan por lo que respecta a las VUT.


            	

              –  Salvaguardar las zonas más sensibles de la ciudad de la presión turística y con el espacio público más saturado.


            	

              –  Permitir un crecimiento sostenido tanto en las zonas de transformación urbana, como en las áreas sin presión turística.


            	

              –  Atender a las características diferenciales de la morfología urbana de la ciudad.


          


          El informe del Ayuntamiento emitido en respuesta al requerimiento previo de la CNMC, pese a cuestionar el sometimiento de la normativa urbanística a la Directiva de Servicios, argumenta que la regulación aprobada en el documento de planeamiento se justifica también por razones imperiosas de interés general y además es proporcionada. En este sentido, la regulación del plan no es unitaria, porque se aplica de manera diferenciada en los distintos ámbitos de ciudad con características similares, agrupados por zonas: zona de decrecimiento (ZE–1); zona de mantenimiento (ZE–2); zona de crecimiento (ZE–3) y zona de transformación (ZE–4).


          El Ayuntamiento recuerda que el PEUAT contiene una extensa Memoria explicativa y justificativa donde se analiza la propuesta regulatoria en atención a la existencia de la Directiva 2006/123/CE, relativa a los servicios de mercado interior y el resto de la normativa española de trasposición. La Directiva de Servicios, ciertamente, tiene como principio general que no caben procedimientos de autorización que condicionen la libertad de establecimiento, excepto que se pueda demostrar la concurrencia de ciertas condiciones que configuran el llamado «triple test»: que este régimen de autorización no sea discriminatorio para el prestador; que la necesidad de establecer un régimen de autorización esté justificada en una razón imperiosa de interés general; y que el objetivo perseguido no se pueda conseguir mediante una medida menos restrictiva.


          Hay que destacar que el considerando noveno de la Directiva de Servicios establece que esta norma únicamente es aplicable a los requisitos que afecten al acceso a una actividad o a su ejercicio y que excluye de su ámbito de aplicación las normas que no regulen específicamente la actividad de servicio, pero que el prestador de servicios debe respetar en el ejercicio de su actividad económica. Concretamente, este considerando noveno determina que la Directiva no se aplica a requisitos tales como las normas de tráfico rodado, las normas relativas a la ordenación del territorio, el urbanismo o la ordenación rural, las normas de la construcción, ni a las sanciones administrativas impuestas por no cumplir dichas normas. Queda claro, pues, que la normativa estrictamente urbanística, como el PEUAT, no se incluye en el ámbito de aplicación de la Directiva de Servicios.


          En este sentido, son diversas las sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Catalunya que se han pronunciado sobre esta cuestión. Concretamente, la Sentencia 199, de 2 de abril de 2014, y la Sentencia 620, de 5 de noviembre de 2014, ambas en relación al Plan de usos de Ciutat Vella de 2010, contienen el argumento siguiente:


          

            

              «Aunque en su introducción se incluya el plan especial de autos dentro del marco legal de, entre otras normas, la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre de 2006, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los servicios en el mercado interior, esta indica en su considerando 9 que solo se aplica a los requisitos que afecten al acceso a una actividad de servicios o a su ejercicio, no aplicándose a requisitos tales como, entre otros, las normas relativas a la ordenación del territorio y el urbanismo, que no regulan específicamente o no afectan específicamente a la actividad del servicio, pero que tienen que ser respectadas por los prestadores en el ejercicio de su actividad económica al igual que por los particulares en su capacidad privada».

            


          


          Este mismo argumento se reitera en la Sentencia núm. 357, de 12 de junio de 2014, dictada sobre el mismo instrumento de planeamiento. Concretamente, añade:


          

            

              «Las sensibles materias que regula el plan especial de autos quedan fuera de la regulación tanto de la indicada directiva como, en cuanto traspone parcialmente la misma al derecho interno, de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio (...) Es decir, el plan especial de autos regula la implantación urbanística de los hoteles y restantes establecimientos a que se refiere, pero no la actividad en ellos a desarrollar en su sentido estricto ni sus condiciones de funcionamiento posterior».

            


          


          Por otro lado, la Sentencia núm. 348, de 10 de junio de 2014, con motivo también del Plan de usos de Ciutat Vella de 2010, declara:


          

            

              «Y finalmente cuando se invoca, en definitiva, el régimen establecido en la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los Servicios en el Mercado Interior, o, si así se prefiere, la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, y sin que pueda apreciarse analogía alguna entre supuestos de planeamiento urbanístico con intervención administrativa urbanística, ni siquiera a efectos de derecho transitorio, deberá recordarse, en esencia y por todas las referencias que en esa Directiva se hacen, ya que en la misma y en su Considerando 9 que significa lo siguiente:

            


            

              "La presente Directiva solo se aplica a los requisitos que afecten al acceso a una actividad de servicios o a su ejercicio. Así, no se aplica a requisitos tales como normas de tráfico rodado, normas relativas a la ordenación del territorio, urbanismo y ordenación rural, normas de construcción, ni a las sanciones administrativas impuestas por no cumplir dichas normas, que no regulan específicamente o no afectan específicamente a la actividad del servicio pero que tienen que ser respetadas por los prestadores en el ejercicio de su actividad económica al igual que por los particulares en su capacidad privada".

            


            

              Y es así que, sin mayores aditamentos alegatorios y probatorios, desde luego a propiciar por la parte actora, en el presente proceso no cabe concluir en un ordenación que más allá de la órbita urbanística y por penetrar en el ámbito de la Directiva y de la Legislación de incorporación a su régimen, estatal o autonómico, vulnere sus dictados».

            


          


          Más recientemente, la Sentencia 391, de 19 de junio de 2017, y 371, de 12 de junio de 2017, en relación al Plan de usos de Ciutat Vella de 2013, se refiere a las anteriores y reproduce los mismos razonamientos e incluso los amplían.


          La exclusión de la Directiva de Servicios de las normas de ordenación del territorio y el urbanismo, es perfectamente coherente con los principios y objetivos de la propia Directiva, teniendo en consideración que se trata de una normativa que no tiene por objeto la regulación de las condiciones o especificaciones para el ejercicio de una determinada actividad, sino que regula urbanísticamente la implantación de las actividades en el territorio para conseguir y garantizar la ocupación racional del suelo, de conformidad con los intereses generales, así como el desarrollo urbanístico sostenible.


          Cabe distinguir, pues, entre la regulación de las actividades en sentido estricto (funcionamiento, autorización administrativa, y requisitos para su ejercicio), que sí están sometidos a la Directiva de Servicios y al resto de normativa de desarrollo, y la regulación urbanística, que se limita al establecimiento de condiciones para la implantación de las actividades, con motivaciones estrictamente urbanísticas, y por lo tanto fuera de la esfera de aplicación de la Directiva de Servicios y el resto de regulación del derecho de competencia.


          No obstante lo anterior, es evidente que el urbanismo está presente en la Directiva de Servicios, desde el momento que la protección del medio ambiente y el entorno urbano, incluida la planificación urbana y rural, constituyen razones imperiosas de interés general que permitirían, en su caso, exigir la autorización previa al ejercicio de determinadas actividades.


          El concepto de razón imperiosa de interés general se delimita en la Directiva de Servicios a partir de un listado abierto y evolutivo donde ya aparece la planificación urbana y rural, y la conservación del patrimonio histórico y artístico nacional. Además, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha considerado como razones imperiosas de interés general también los objetivos de ordenación del territorio, la protección del medio ambiente (que incluye también la protección del entorno urbano o las exigencias de la política de vivienda), la seguridad vial o la protección del interés legítimo de terceros, como pueden ser los vecinos, los residentes en la ciudad.


          En el ámbito urbanístico, la protección del entorno urbano, la cohesión social, la efectividad del derecho a la vivienda, la protección del medio ambiente y, en definitiva, lograr un desarrollo urbanístico sostenible se configura como principios rectores que vinculan al planificador. Por lo tanto, no sólo está justificado establecer condiciones a la implantación de las actividades turísticas para dar respuesta a las externalidades negativas de estas actividades, sino que la protección del medio ambiente y el entorno urbano, y en definitiva, conseguir un desarrollo urbanístico sostenible, que busca el equilibrio entre el desarrollo económico y el respeto al medio ambiente, y también un desarrollo territorial equilibrado, comportan la obligación por parte de los poderes públicos de intervenir en esta materia y condicionar, con motivaciones estrictamente urbanísticas, la implantación de estas actividades turísticas.


          Los condicionantes que inspiran la regulación del PEUAT se basan en criterios como la convivencia ciudadana, la demografía, la densidad de población, la relación entre la población flotante y la residente, la optimización de la utilización de los espacios públicos, el medio ambiente, la movilidad, el derecho a la ciudad, etc. No se trata, en ningún caso, de justificaciones ni de política económica ni turística.


          El PEUAT ordena la incidencia y los efectos urbanísticos, medioambientales y sobre el patrimonio urbano que las actividades producen en el territorio, mediante la regulación de su intensidad y las condiciones para su implantación en función de densidades, distancias, aforo máximo, porcentaje de espacios comunes/espacios privativos, ancho mínimo de calle, tipo de vía urbana, y otras circunstancias similares. En todos estos casos, se trata de condiciones que se imponen a la implantación de las actividades, pero que no inciden en la libre prestación de servicios, porque se justifican desde el punto de vista de la protección del medio ambiente y la ordenación del territorio, precisamente porque se trata de asegurar la convivencia de usos y la búsqueda de un equilibrio en su existencia.


          Hay que insistir en que la voluntad del PEUAT no es efectuar una regulación de carácter económico o comercial. El planificador es muy consciente que está fuera del alcance y la competencia del planeamiento urbanístico una regulación de esta naturaleza. En este sentido, la reciente modificación del artículo 8 del Texto refundido de la Ley de Urbanismo, operada por la Ley 16/ 2015, de simplificación administrativa de la Administración de la Generalitat y de los gobiernos locales, incide explícitamente en esta cuestión:


          

            

              «El planeamiento urbanístico y las ordenanzas municipales sobre edificación y uso del suelo no podrán establecer limitaciones al acceso o al ejercicio de las actividades que vulneren los principios y requisitos establecidos en la Directiva de Servicios».

            


          


          Por último, el mencionado escrito de contestación del Ayuntamiento al requerimiento previo de la CNMC contiene una reflexión que relaciona el principio constitucional de la autonomía local y la potestad de planeamiento de los municipios como instrumento para incidir en el modelo de ciudad que se desea, e intervenir en aquellas situaciones de desequilibrio, para poder preservar el derecho a la ciudad, en un contexto de sostenibilidad entendida en un sentido amplio. El principio de autonomía local es una garantía institucional que supone el derecho de la comunidad local a participar a través de órganos propios en el gobierno y administración de los asuntos que les afectan, graduándose la intensidad de esta participación en función de la relación existente entre los intereses locales y supralocales en tales asuntos. Por tanto, sería contraria a la autonomía municipal una intervención inexistente o meramente simbólica que hiciera inviable la participación institucional de los Ayuntamiento en las materias de su propio interés.


          La materia urbanística forma parte del núcleo de las funciones de las entidades locales, tal como pone de relieve la propia Ley de Bases del Régimen Local al disponer, en el artículo 25.2.a), que el municipio ejercerá en todo caso como competencias propias, en los términos de la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas, el «Urbanismo: planeamiento, gestión, ejecución y disciplina urbanística».


          Es deber del Ayuntamiento, entre otras cuestiones, velar por el modelo de ciudad que desea y buscar el equilibrio de los usos en el territorio, protegiendo, en su caso, los usos más débiles frente a los usos depredadores, procurando hacer de la ciudad un lugar para vivir, preservando el derecho a la vivienda y al descanso, en un entorno medioambientalmente saludable. Este reto, nada sencillo, necesita de la aplicación de múltiples políticas públicas para conseguirlo, y sólo algunas dependen del propio municipio. El urbanismo, y concretamente el planeamiento urbanístico, es una de las herramientas con las que cuentan los Ayuntamientos para incidir en el modelo de ciudad que quieren. Y en el caso concreto de Barcelona, puede decirse que no solo se trataba de un derecho sino de una obligación de los poderes públicos, para intervenir en una ciudad desequilibrada en los usos y depredadora respecto de sus propios habitantes, reequilibrando la situación y posibilitando el logro de una ciudad vivible y, en definitiva, de lo que viene en llamarse el derecho a la ciudad.


          Esta visión de defensa del PEUAT frente a la Directiva de Servicios, cabe entender que ha sido reforzada por la reciente Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de fecha 30 de enero de 2018, en los asuntos acumulados C–360 y C–31/16.


          Por un lado, la sentencia reconoce la posibilidad de establecer limitaciones urbanísticas en la implantación de actividades mediante el planeamiento urbanístico, sin que suponga incumplimiento de la mencionada Directiva de Servicios. Sin embargo, la sentencia considera que la Directiva de Servicios es aplicable a la materia de ordenación urbanística en aquellos supuestos en que se condicione o limite el ejercicio de una actividad de prestación de servicios, en contra del criterio reiterado del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en las sentencias sobre los planes de usos del Distrito de Ciutat Vella, en las cuales afirmaba, tal como se ha reproducido en párrafos precedentes, que la Directiva de Servicios no era de aplicación al planeamiento urbanístico.


          Por otra parte, y en la medida que el plan urbanístico determine una limitación o condicione la libre prestación de servicios, debe analizarse su adecuación a la Directiva de Servicios desde el punto de vista del cumplimento de las exigencias de necesidad, proporcionalidad, no discriminación, y ausencia de razones económicas en su adopción.


          En este sentido, la defensa que el Ayuntamiento de Barcelona ha llevado a cabo con el PEUAT, está en línea con esta reciente sentencia, ya que, pese a las sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en las cuales se defendía la no aplicación de la Directiva de Servicios al planeamiento urbanístico, la Administración ha justificado ante la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia precisamente que la regulación contenida en el PEUAT respondía a los principios de necesidad, proporcionalidad, no discriminación y ausencia de razones económicas en su adopción, y por ello no era contraria a la Directiva de Servicios.


          

          

            4.3.2.2. 

             Los casos de Madrid, Canarias, San Sebastián y Bilbao

          


          La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, en uso de las facultades que le reconoce la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de Garantía de la Unidad de Mercado, ha instado diversas impugnaciones de normativas que regulaban diferentes aspectos de las VUT.


          En el caso de Madrid, el Decreto 79/2014, de 10 de julio, de la Comunidad de Madrid, regula los apartamentos turísticos y las viviendas de uso turístico. Este Decreto respondía a las demandas de regulación de las VUT en la Comunidad de Madrid. Se define la vivienda de uso turístico como cualquier piso, apartamento o casa que, amueblado y equipado en condiciones de uso inmediato, sea comercializado y promocionado a través de los canales de oferta turística, para ser cedido en su totalidad por su propietario a un tercero, con fines de alojamiento turístico y a cambio de un precio. El Decreto, en el primer inciso del artículo 17.3, imponía una limitación temporal en virtud de la cual las VUT no podían contratarse por un período inferior a cinco días.


          La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia y la entidad Madrid Aloja instaron la nulidad de este inciso que impedía contratar las VUT por un período inferior a cinco días, al entender que dicha limitación temporal suponía un obstáculo a la competencia efectiva de los mercados.


          El Tribunal Superior de Justicia de Madrid, mediante una serie de sentencias como la de 31 de mayo de 2016, declaró nulo el artículo 17.3 del Decreto 79/2014, al considerar que era contrario a la normativa europea y estatal, y que constituía una restricción injustificada y un obstáculo al mantenimiento de la competencia efectiva en el mercado entre los operadores turísticos en materia de alojamiento. La justificación de tal decreto se basaba en cuestiones fiscales y en la protección de los derechos de los vecinos, lo cual fue considerado como argumentación no adecuada para justificar tal limitación


          En el caso de Canarias, el Decreto 113/2015, de 22 de mayo, aprobó el Reglamento de las viviendas vacacionales de la Comunidad Autónoma de Canarias. Nuevamente, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia recurrió esta normativa por entender que las restricciones reguladas dañaban al conjunto de la sociedad, reducían el número de competidores, elevaban los precios y perjudicaban la calidad. La impugnación de Competencia venía acompañada de un demoledor informe económico en el que se defendía la actividad de las viviendas turísticas como un elemento dinamizador del sector en la región, dado que su aparición en el mercado de alojamiento turístico había facilitado considerablemente la entrada de nuevos proveedores, y había permitido aumentar la flexibilidad de la oferta de servicios de alojamiento y su variedad.


          El Tribunal Superior de Justicia de Canarias, en Sentencia de 21 de marzo de 2017, estimó sustancialmente el recurso interpuesto por la CNMC y anuló parcialmente el Reglamento de viviendas vacacionales.


          Por su parte San Sebastián ha aprobado inicialmente la Ordenanza reguladora del uso urbanístico de vivienda turística y alquiler de habitaciones en vivienda habitual para uso turístico, que tiene por objeto regular esta actividad turística en viviendas. La Ordenanza diferencia la figura del alquiler turístico de viviendas, asimilada urbanísticamente al uso terciario, y el alquiler de habitaciones con destino turístico, que se asimila al residencial de vivienda.


          A efectos de la ordenación, se distinguen tres zonas. En la primera, considerada saturada, no se permiten nuevas implantaciones de VUT. En el resto de las zonas, se limitan las nuevas implantaciones en los edificios de viviendas compartiendo acceso común, a través de la fijación de unos criterios cuantitativos que impiden destinar más de 250 o 350 m2 útiles de la totalidad del edificio según las zonas. Con carácter general, estas viviendas deberán localizarse en primeras plantas, excepto en los edificios de 7 o más alturas, en los cuales se permite urbanísticamente, dentro del mismo límite cuantitativo, destinar a uso de alquiler turístico una sola vivienda pero ubicada en cualquier planta.


          Finalmente, Bilbao recientemente ha aprobado los trámites iniciales de una modificación de planeamiento en virtud de la cual adapta el Plan General de Ordenación Urbana de Bilbao de 1995 a las diferentes tipologías de alojamientos alternativos a los tradicionales.


          De este modo, se regulan cuatro categorías:


          

            	

              –  Habitaciones turísticas: el titular de la actividad debe estar empadronado en la vivienda en la que se oferten habitaciones para alquiler turístico. Una misma persona no podrá ofertar habitaciones en más de una vivienda.


            	

              –  Viviendas turísticas: son aquellas que se dedican íntegramente a fines turísticos. Sólo se permiten en las plantas primeras o en plantas superiores, siempre que estén situadas debajo de las viviendas y contando con acceso independiente a éstas desde la vía pública.


            	

              –  Hoteles, hostales y pensiones: se asimilan al uso de equipamiento y se regulan en los mismos términos en los que ya se autorizaba.


            	

              –  Apartamentos turísticos y aparthoteles: constan de dormitorio, aseo y cocina.


          


          En los barrios adscritos al ámbito del Plan de Rehabilitación del Casco Viejo y al Plan Especial de Rehabilitación y Reforma Interior de Bilbao La Vieja, únicamente se permite la instalación de una única actividad de uso turístico en todo el edificio.


          

          

            4.3.3. 

             La innecesariedad de indemnizar las restricciones en la implantación de las actividades

          


          El planeamiento urbanístico es una función pública que se ejerce bajo la dirección pública al servicio del interés general. En este sentido, el artículo 4 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, determina:


          

            

              «La ordenación territorial y la urbanística son funciones públicas no susceptibles de transacción que organizan y definen el uso del territorio y del suelo de acuerdo con el interés general, determinando las facultades y deberes del derecho de propiedad del suelo conforme al destino de éste. Esta determinación no confiere derecho a exigir indemnización, salvo en los casos expresamente establecidos en las leyes».

            


          


          La potestad de planeamiento se configura esencialmente como discrecional. En su ejercicio la administración pondera las circunstancias y las alternativas, y adopta los instrumentos de planeamiento y las resoluciones que sirvan más adecuadamente a los intereses generales.


          El ejercicio de la potestad de planeamiento debe ser motivado, con expresión de los intereses generales a los que sirve.


          La motivación se predica de los acuerdos y resoluciones y también los instrumentos de planeamiento urbanístico. En el caso del planeamiento, la motivación se exterioriza principalmente en la memoria del documento de plan.


          Por otra parte, resulta interesante analizar el caso del Plan especial de regulación de los usos recreativos y restauración el barrio de Gracia, en Sabadell, aprobado definitivamente por acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Barcelona el 23 de mayo de 2011.


          En síntesis, este plan urbanístico determinaba que los usos recreativos y de restauración que se venían desarrollando en un espacio determinado conocido como la Zona Hermética de Sabadell, en compatibilidad con el uso industrial diurno de estos espacios, debían desaparecer en un plazo de tiempo determinado (cinco años) y reubicarse, en su caso, en otro barrio de la ciudad, Sant Pau de Riu Sec.


          El recurso argumentaba que el Plan especial impugnado preveía la incompatibilidad del usos recreativo en todas sus modalidades, mientras que el planeamiento general preveía la compatibilidad de los citados usos con los ya previstos en las zonas industriales; asimismo, discrepaba del establecimiento de un período transitorio de cinco años para el cese de estas actividades afectadas por el plan y que tuviesen licencia de actividad a su entrada en vigor.


          El Tribunal Superior de Justicia de Catalunya, en Sentencia núm. 75/2014, de 19 de diciembre, desestima el recurso interpuesto. Argumenta, en primer lugar, que la relación entre el plan general y el plan especial no sólo deriva del principio de jerarquía normativa, sino que también atienda a la especialidad de su objeto, de tal manera que los planes especiales gozan de cierta autonomía, teniendo en consideración que no ordenan el territorio desde una perspectiva integral y global. En este sentido, la Sentencia considera que una regulación orientada a suprimir determinado uso compatible de determinadas áreas del suelo urbano, no puede considerarse que sustituya al Plan General en su función ordenadora general del territorio. Por otra parte, la determinación de extinción de las actividades en el plazo de cinco años, el Tribunal lo encuentra proporcionado, teniendo en cuenta la previsión de un emplazamiento alternativo de las actividades, en un lugar con planeamiento vigente y listo para la construcción de locales comerciales y oficinas. Finalmente, se deniega el derecho a una indemnización, dado que el ejercicio de la potestad de planeamiento no genera en principio derecho a la misma, y porque, además el planeamiento no determina la extinción automática de los títulos, ya que prevé un período de cinco años para el cese de las actividades, un plazo lo suficientemente extenso en el tiempo como parar permitir a los titulares de las actividades recreativas afectadas la acomodación al nuevo régimen urbanístico.


          El Tribunal Supremo, en la Sentencia núm. 2259/2016, de 19 de octubre de 2016, dictada en el Recurso de Casación 2625/2015, confirmó la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia, y dio la razón en el conflicto al Ayuntamiento de Sabadell. La Sentencia considera acreditado que la solución propuesta por el planeamiento para erradicar las molestias que debían soportar los vecinos de la zona era idónea para solucionar la problemática existente.


          

          

            4.3.4. 

             Viviendas de uso turístico y economía colaborativa

          


          Es importante analizar el fenómeno de la economía colaborativa y su incidencia en el uso turístico de la vivienda, teniendo en consideración la tendencia social a compartir y alquilar bienes personales, bien en entornos de plataformas digitales de intermediación, bien a través de las comunidades de personas.


          La irrupción de este fenómeno inevitablemente ha generado tensión a nivel urbanístico, ya que se trata de una regulación más acostumbrada a dar respuesta a situaciones clásicas que a estos nuevos procesos (19) .


          Por otra parte, en algunas grandes ciudades, como por ejemplo Barcelona, Madrid, San Sebastián, Sevilla o Valencia, el fenómeno del alojamiento en pisos turísticos ha tenido una implantación masiva en los últimos años, provocando la terciarización de los distritos en los cuales se implanta, la gentrificación de los barrios y la progresiva sustitución del residente tradicional por un nuevo modelo social de mayor poder adquisitivo, la turistificación de los barrios y el impacto en el tejido social y comercial, así como la sustitución de los alquileres de larga duración por las estancias por días mayoritariamente de turistas.


          También hay efectos positivos que se destacan de este fenómeno, como la revitalización de las zonas residenciales y el aumento de las fuentes de ingresos del entorno, la obtención por parte de los propietarios de una renta adicional, que en muchas ocasiones complementa los escasos ingresos de la unidad familiar, el impulso de la creación de empleo, la atracción de inversión, o la oportunidad de vivir supuestamente una experiencia genuina y auténtica, más integrada en el lugar de visita.


          No obstante, parece ser que la balanza de los beneficios versus los perjuicios que el alojamiento turístico en pisos provoca, tiene mucho que ver con el modelo de explotación de estos pisos. Cuanto más predomina el modelo de propietario o residente con un número limitado de viviendas, más se acusan los beneficios de este modelo turístico en el ámbito de implantación. No obstante, en las grandes ciudades desde luego no es el modelo que impera. Por el contrario, mayoritariamente se da un modelo donde la gran mayoría de las viviendas ofertadas están en manos de unos pocos operadores o multipropietarios, que ofertan las viviendas turísticas a través de las plataformas con un modelo de negocio muy cercano a la comercialización pura y simple de cualquier otro alojamiento turístico y que difícilmente encajan con el modelo de economía colaborativa en puridad.


          Por otro lado, bien es cierto que los intentos de regulación de la Administración para incidir en las condiciones de desarrollo de estas actividades ha topado a menudo con los organismos encargados de velar por la competencia efectiva y la unidad de mercado, concretamente la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, tal como ha sido explicado en anteriores comentarios.


          En un reciente encuentro internacional donde participaron cuatro de las ciudades con más presión por el alquiler de alojamientos turísticos (Ámsterdam, Barcelona, Londres, Madrid), se constató que el alquiler de viviendas turísticas es un fenómeno imparable al tiempo que un negocio que crece de manera exponencial, en un mundo globalizado, de la mano de plataformas de internet como AirBnb. En ese foro, las grandes ciudades hablaron de la necesidad de conservar comunidades sostenibles y estables dentro de las grandes ciudades, así como de los efectos nocivos que provoca esta nueva realidad, que básicamente se resumen en los dos siguientes:


          

            	

              –  Distorsión del mercado tradicional de alquiler residencial de viviendas, ya que cada vez hay menos pisos destinados al alquiler por largas temporadas, y a unos precios más altos.


            	

              –  Pérdida de identidad de las ciudades, puesto que los centros urbanos se vacían de vecinos y el comercio de proximidad se transforma o directamente se pierde


          


          Las plataformas digitales han agudizado el problema. Hoy en día es tremendamente fácil poner en el mercado turístico una vivienda y gestionarla, de la misma manera que es sencillo reservar una vivienda vacacional, moviéndose cifras millonarias entorno a este negocio. La colaboración que se pide a las diferentes plataformas, encabezadas por AirBnb, es que ayuden a que se cumpla la Ley de los diferentes entornos en los que operan. Sin embargo, cada ciudad ha negociado por separado con esta compañía, con resultados desiguales. Barcelona, por ejemplo, no ha llegado aún a un acuerdo para que en la plataforma se comercialicen sólo las viviendas que tengan autorización administrativa para ejercer la actividad como pisos turísticos. Y aunque no hay cifras oficiales, a través de los datos de la página web se estima que en Barcelona AirBnb ofrece alrededor de 30.000 camas, casi la mitad de las ofertadas por el sector hotelero en la ciudad (20) .


          En cualquier caso, la percepción es que el modelo de negocio que lideran las plataformas digitales en el alquiler de viviendas turísticas está cada vez más alejado de los orígenes de la economía colaborativa del «homesharing», tal y como demuestra la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 20 de diciembre de 2017 (Asunto C–434/15, Asociación Profesional Élite Taxi contra Uber Systems Spain, S.L.) que considera que esta plataforma no constituye un servicio de la sociedad de la información sino un servicio de transporte sometido a la regulación correspondiente.


          En Ámsterdam, lo máximo que se puede alquilar una vivienda turística son 60 días al año. En esta ciudad, AirBnb colabora para que se cumpla con este límite y además recauda el impuesto turístico, un 5% de la factura, que luego se entrega al municipio. La ciudad tiene operativo un teléfono 24 horas para que cualquiera pueda informar sobre eventuales problemas de molestias y ruidos por parte de los usuarios de las viviendas turísticas.


          En Londres, el límite temporal de alquiler de una vivienda turística es de 90 días al año, aunque no disponen de los medios de Ámsterdam para controlar adecuadamente el cumplimento de la normativa.


          Madrid, por su parte, está pendiente de regular aún estos aspectos. En todo caso, baraja la posibilidad de acordar un máximo de días de alquiler al año, probablemente 60, así como garantizar que solo el residente habitual de la vivienda la pueda poner en alquiler, y así excluir a los multipropietarios.


          Otras experiencias interesantes se han producido con la interacción de AirBnb con ciudades como San Francisco o Nueva York.


          San Francisco aprobó en fechas recientes una Ley específica para regular los alquileres a corto plazo, después de un gran debate público y político sobre el tema. Dicha Ley limita de manera importante la actividad de los anfitriones, que deben ser residentes permanentes en San Francisco, con una certificación de registro comercial, la limitación de no poder alquilar la casa por más de 90 días al año, el pago de un impuesto sobre alquileres por parte del anfitrión y la obligación de contratar un seguro para hacer frente a posibles responsabilidades.


          Nueva York, por su parte, ha dado un nuevo paso en la legislación de alquiler de VUT. Desde 2010 ya era ilegal alquilar por menos de 30 días la mayoría de los apartamentos si el propietario no estaba presente, pero con la nueva Ley es ilegal incluso anunciarlo en plataformas como AirBnb o similares, y quienes no cumplan serán castigados con multas que van desde los 1.000 hasta los 7.500 dólares, en caso de reincidencia.


          

          

            4.4. 

             Cuestiones para una futura regulación: las habitaciones turísticas

          


          El marco de discusión actualmente en la mayoría de ciudades de España se limita a las posibilidades de regulación de las VUT. Con modificación de planeamiento general, con planeamiento derivado, con Ordenanzas o directamente con Decretos de regulación autonómicos, lo cierto es que en función del objetivo y del punto de partida, la opción es una u otra.


          Sin embargo, es probable que la realidad, una vez más, supere la esfera normativa, y los fenómenos que en la práctica se dan en las ciudades turísticas puedan escapar de la regulación.


          Actualmente, el ejemplo más claro probablemente es el del alquiler de las habitaciones turísticas. En el caso de Barcelona, sin ir más lejos, existe finalmente una definición clara de la actividad de vivienda de uso turístico a través del Decreto de alojamientos turísticos de la Generalitat de Catalunya; asimismo, el planeamiento urbanístico regula a nivel de ciudad este tipo de alojamientos y lo somete a estrictas condiciones de implantación. Pero lo cierto es que, tras este ingente esfuerzo de regulación que ha llevado años configurar y perfeccionar, se manifiesta una nueva tendencia que carece de regulación y que parece ser un fenómeno al alza: el alquiler de habitaciones con finalidad turística. Básicamente, se trata de una modalidad de alojamiento turístico en la cual el turista se aloja en una vivienda que comparte con el residente.


          La primera discusión que se produce es si este fenómeno está en una situación de alegalidad por la falta de previsiones normativas al respecto, o si debe considerarse una actividad ilegal al prohibirse la "cesión por estancias" en la normativa turística catalana. Ante este dilema nos inclinamos por creer que la normativa catalana se limita a regular el alquiler de viviendas enteras, y por lo tanto –dado que en el ámbito privado está permitido todo aquello que expresamente no se prohíbe– el vacío normativo debería interpretarse como la posibilidad de desarrollar la actividad de alquiler de habitaciones, pero se trata de una opinión que podría variar en función del desarrollo normativo y jurisprudencial que se produzca.


          Desde meses se viene anunciando que el futuro Reglamento de turismo que prepara la Generalitat de Catalunya regulará el alquiler de habitaciones con finalidades turísticas (reconociendo implícitamente los proyectos la actual ausencia de regulación, pues mantienen la prohibición de cesión por estancias y en capítulo aparte regulan el alquiler de habitaciones en viviendas compartidas con el residente habitual). No obstante, este fenómeno tiene repercusiones no solo turísticas, sino también urbanísticas, fiscales, civiles (por el régimen de la propiedad horizontal) y sobre la convivencia ciudadana. En este sentido, es necesario tener presente la motivación recogida en el PEUAT para justificar las condiciones impuestas a la implantación de los establecimientos turísticos, albergues y VUT. Al fin y al cabo, el alquiler de habitaciones turísticas es una modalidad que vendría a sumarse a las diferentes tipologías de alojamiento que ya han llevado a la ciudad a una situación límite en muchos de sus barrios. Por tanto, más allá de las consideraciones sobre economía colaborativa que parece implicar este fenómeno, no debe olvidarse la perspectiva urbanística de la cuestión, y el marco normativo del que se ha dotado la ciudad y, sobre todo, el por qué.


          Por otra parte, conviene también hacer otra reflexión, muy especialmente en el caso de Barcelona, a la vista de la estructuración que tienen los usos residenciales y de vivienda en el Plan general metropolitano de 1976. El alquiler de habitaciones turísticas, en la configuración de los usos actualmente vigentes, podría reconducirse al uso de vivienda, o bien al uso residencial. De este modo, desde el punto de vista urbanístico, y en función de las circunstancias, existe la potestad de categorizarlo de una u otra manera. Sin embargo, es discutible que el alquiler de habitaciones turísticas en viviendas compartidas con el residente pueda considerarse como parte del contenido normal del uso de vivienda. Por lo tanto, una opción posible pasaría por redefinir el uso de vivienda para excluir las modalidades que no supongan residencia habitual o similar. O bien admitir que una tipología determinada de alquiler de habitaciones turísticas (bajo impacto, limitada en el tiempo) se pudiera definir como compatible con el uso de vivienda. En cualquier caso, esta medida sí que implicaría una modificación de planeamiento general.
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